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I. INTRODUCCIÓN

Sin medios financieros suficientes, la autonomía universitaria no sería más que
una simple proclamación teórica; por ese motivo cuanto mayor sea el nivel de
recursos, mayores cotas de autonomía podrán, en principio i , alcanzarse. Así lo ha
entendido también el art. 52 de la Ley 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma
Universitaria (en lo sucesivo L.R.U.), integrado en su título VII, dedicado al
régimen económico y financiero de las Universidades, que dispone que éstas
«gozarán de autonomía económica y financiera en los términos establecidos en
la presente Ley. A tal efecto, deberán disponer de recursos suficientes para el
desemperio de las funciones que se le hayan atribuido»2.

Pues bien, el art. 65 de la Ley 14/1970, de 4 de agosto, General de Educación
y Financiamiento de la Reforma Educativa establecía, en su apartado 1, que los
bienes de cada Universidad afectos al cumplimiento de sus fines y los actos que

Vide Piñar Mañas, J. L., «El sistema institucional de investigación cientifica y la Universidad. Una
aproximación al modelo español», R.A.P., n. Q 118, 1989, pág. 160. Lo cierto es que la aprobación del
presupuesto de cada Universidad «se encuentra condicionada de manera determinante por decisiones
que se toman en el presupuesto de la Comunidad Autónoma o en los del Estado», tal como advierte
Pérez Royo, F., «en primer lugar, en lo que se refiere a la subvención global anual fijada por la
Comunidad Autónoma (o el Estado), que es la primera categoría de ingreso, de la que hay que partir
para elaborar el presupuesto de la Universidad. Este presupuesto se encuentra vinculado igualmente
en cuanto al crédito para la plantilla de funcionarios docentes y no docentes, que son igualmente
aprobados por la Comunidad Autónoma (o el Estado)» (Derecho Financiero y Tributario. Parte General,

ed., Civitas, Madrid, 1997, pág. 415) y también Tardío Pato, J. A., El Derecho de las Universidades
Pŭblicas Españolas, P.P.U., Barcelona, 1994, vol. II, pág. 669. Las administraciones p ŭblicas «tienen la
responsabilidad de proveer los fondos necesarios para el funcionamiento de las Universidades en el
ámbito de sus competencias. Esta responsabilidad es al mismo tiempo uno de los instrumentos más
importantes de que disponen para definir su política universitaria» (Consejo de Universidades, «In-
forme sobre financiación de las Universidades», Boletin Informativo del Consejo de Universidades, VI, 1995).
La financiación de las Universidades p ŭblicas debe provenir, fundamentalmente, de fondos p ŭblicos,
pero, al mismo tiempo, deben favorecerse los mecanismos de autofinanciación. Si se quiere potenciar
la autonomía universitaria las administraciones p ŭblicas deben poner a disposición de los centros
universitarios un volumen suficiente de recursos p ŭblicos para hacer frente a sus necesidades econó-
micas, al mismo tiempo habrá que idear mecanismos para que las propias Universidades consiguieran
más fondos pŭblicos, a modo de incentivos en función de criterios objetivables, el reparto externo de
presupuesto —apunta Fermoso García, J., «lo mismo que la distribución en el interior de la Universidad,
debería hacerse en función de las actividades que se programen y se aprueben (...), habrá que pasár
de reparto por criterios históricos a un reparto por programas, por objetivos» (Tiempos de Universidad,
Ediciones de la Universidad de Salamanca, 1996, pág. 337)— e incluso parte de su financiación debe
provenir de fondos privados, Vide Muñoz del Castillo, J. L., Ley de Fundaciones y financiación de la
Universidad, Lección Inaugural del Curso académico 1995/1996, Universidad de León, 1997, pág. 11.

2 Este artículo deja bien claro que la autonomía financiera tiene carácter instrumental (Vid.
Arias, A., El régimen económico y financiero de las Universidacles, Editorial Complutense, Madrid, 1997, pág.
40-41), puesto que no es un fin en sí misma, sino un medio para cumplir los objetivos encomendados.
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para el cumplimiento inmediato de tales fines realicen, disfrutarán en la misma
medida que el Estado, de exención tributaria absoluta, incluidas las tasas y
exacciones parafiscales que puedan gravarlos en favor de éste, Corporaciones
locales y demás entes pŭblicos, siempre que esos tributos o exacciones recaigan
directamente sobre las Universidades en concepto legal de contribuyentes y sin
que sea posible legalmente la traslación de la carga tributaria de ptras personas,
y en su_apartado 2, que las Universidades gozarán de los beneficios que la legis-
lación atribuya a las fundaciones benéfico-docentes.

El legislador del ario 1983 no introdujo cambios sustanciales en materia de
fiscalidad habida cuenta que en el art. 53 de la L.R.U. en sus apartados 1 y 4,
reproduce, sin .apenas modificaciones, lo dispuesto en el art. 65.1 y 2 de la Ley
General de Educación, al establecer, respectivamente, que los bienes de cada
Universidad afectados al cumplimiento de sus fines y los actos que para el desa-
rrollo inmediato de tales fines realicen y los rendimientos de los mismos, disfrutarán
de exención tributaria, siempre que esos tributos y exenciones recaigan sobre las
Universidades.en concepto legal de contribuyente y sin que sea posible legalmente
la traslación de la carga tributaria a tales personas, y que las Universidades gozarán
de los beneficios que la legislación atribuya a las fundaciones benéfico-docentes.

Poco a poco la fiscalidad de las Universidades p ŭblicas, en el ámbito que nos
ocupa ahora, el de la Hacienda local, ha ido variando. El hito fundamental en este
punto está representado por la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, Ley 39/
1988, de 28 de diciernbre, en la medida en que ha suprimido muchas de las
exenciones hasta entonces existentes, por la necesidad acuciante de satisfacer los
principios de autonomía y suficiencia local. Frente a lo dispuesto en esa Ley no
puede ,prevalecer la L.R.U., puesto que ha sido derogada tácitamente por la
L.R.H.L. Pese a su denominación, no toda la L.R.U. tiene carácter orgánico, solo
parte de ella lo tiene; como declara ella misma, tienen ese carácter la Disposición
Final 3, y los títulos preliminar, IV (Del estudio en la Universidad) 3 y VIII ,(De
las Universidades Privadas). Naturalmente, la conclusión seguirá siendo la misma,
aunque los Estatutos de las Universidades aprobados con posterioridad a la entra-
da en vigor de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales incorporen a su
.articulado lo dispuesto en la Ley de Reforma Universitaria, ya que dichos Estatutos,
ha manifestado la S.T.C. 75/1997, de 21 de abril, «cuya norma habilitante es la
Ley de Reforma Universitaria., no son desarrollo de ella, sino disposiciones regla-
mentarias donde se plasman las potestades de darse normas, autonomía en sentido
estricto y auto-organización. A diferencia de lo que ocurre con los reglamentos
ejecutivos de las leyes, que deben seguir estrictamente la letra y el espíritu de la
que traen causa, los Estatutos universitarios se mueven en otro ámbito donde la

3 Excluidos los artículos 27.6 y 32, por haberlo declarado así la S.T.C. 26/1987, de 27 de febrero.
El carácter no orgánico del artículo 53 de la L.R.U. es un dato que se le escapa a la Dirección General
de Coordinación de las Haciendas Territoriales, valga citar •como ejemplo la Resolución de 23 de
noviernbre de 1994 a la hora de proclamar la exención de las Universidades P ŭblicas en el I.A.E. y
el
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Ley no sirve sino como marco para acotar o deslindar y, por tanto, los preceptos
estatutarios sólo podrán ser tachados de ilegales si contradijeran frontalmente las
normas que configuren la autonomía universitaria, pues si admitieren una inter-
pretación conforme a ella, habría de concluirse en favor de su validez». Con todo
y con ello, no puede olvidarse que, a fin de cuentas, los Estatutos tienen naturaleza
reglamentaria, son aprobados por Decreto de los Gobiernos Autonómicos o, en
su defecto, por Real Decreto del Gobierno Central, de manera que no pueden ir
contra lo dispuesto en una norma con rango lega14.

La Ley Reguladora de las Haciendas Locales es complementaria de la Ley 7/
1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Regimen Local, y, por tanto, al
ig-ual que esta contiene la legislación estatal a la que se refiere el art. 149.1.18 de
la Constitución, que se aplica en todo el territorio nacional, sin perjuicio de los
regímenes forales de los Territorios Históricos del País Vasco y Navarra, y es
importante recordarlo porque en el ámbito que nos ocupa, la regulación de los
regímenes forales es, en determinados impuestos, muy diferente, en concreto en
el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y en el Impuesto sobre Actividades Econó-
micas.5

La autonomía de la Universidad se reconoce por la Constitución «en los ter-
minos que la ley establezca», no puede desconocerse que la «autonomía univer-
sitaria no es una libertad absoluta» (S.T.C. de 29 de septiembre de 1997). Ello
significa «que el legislador puede regularla en la forma que estime más convenien-
te, si bien siempre dentro del marco de la Constitución y del respecto a su
contenido esencial; no puede, así, en virtud de esa amplia remisión contenida en
el art. 27.10 C.E., rebasar o desconocer la autonomía universitaria introduciendo
limitaciones o sometimientos que la conviertan en mera proclamación teórica,
sino que ha de respetar «el contenido esencial» que como derecho fundamental

Chaves García, J. R., Organización y geslión de las Universidades Pŭblicas, P.P.U., Barcelona, 1993,
pág. 52.

5 Cfr. por lo que se refiere a Navarra los artículos 136.c) y 150 de la Ley Foral 2/1995, de 10 de
marzo, referidos, respectivamente, a la Contribución Territorial (Impuesto sobre Bienes Inmuebles)
y al Impuesto sobre Actividades Económicas, y, asimismo, su Disposición Adicional Quinta, en la que
se prevé que «además de en los supuestos expresamente recogidos en el texto arŭculado de esta Ley
Foral, la Administración de la Comunidad Foral de Navarra y las enŭdades jurídicas por ella creadas
para el cumplimiento de sus fines, estarán exentas, en todo caso, de las tasas por licencias de obras,
de la Contribución Territorial y de los impuestos que se exaccionen por las en ŭdades locales de Navarra
por las actividades, construcciones, instalaciones y obras de aquellas, afectas a un uso o servicio
pŭblico». Como podrá comprobarse más tarde, las diferencias son sustanciales, por lo que se refiere
al y al I.A.E. estatal. En cambio, Vizcaya (Norma Foral 6/1989, del Impuesto sobre Actividades
Económicas, Texto Refundido aprobado por Decreto Foral Normativo 2/1992, de 17 de marzo, y
Norma Foral 9/1989, del Impuesto sobre Bienes Inmuebles), Alava (Norma Foral 42/1089, de 19 de
julio del Impuesto sobre Bienes lnmuebles y Norma Foral 43/1989, del Impuesto sobre Actividades
Económicas) y Guip ŭzcoa, (Norma Foral 12/1989, de 5 de julio, del Impuesto sobre Bienes Inmuebles
y Norma Foral 13/1989, del Impuesto sobre Actividades Económicas) apenas si han introducido
modificaciones.
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preserva el art. 53.1 de la Constitución» (S.T.C. 55/1989, de 23 de febrero; 187/
1991, de 3 de octubre)6.

Y, por tanto, en la hipótesis de que en las Leyes no se recojen exenciones
referidas a la Universidad lo que no pueden hacer los Entes Locales es incluirlas
en sus ordenanzas, pues en virtud del principio de reserva de ley, el establecimien-
to de beneficios fiscales debe realizarse mediante ley. En efecto, el art. 9.1 de la
Ley Reguladora de las Haciendas Locales establece un limite genérico a la potestad
tributaria de los entes locales, cual es, la prohibición de reconocer más beneficios
fiscales que los expresamente previstos en las leyes. Si el establecimiento de las
exenciones y demás beneficios fiscales está amparado por la reserva de ley, y si las
entidades locales carecen de potestades legislativas, dado que las ordenanzas son
normas reglamentarias, la consecuencia es que las entidades locales no están
facultadas para establecer, suprimir y prorrogar beneficios tributarios. La autono-
mia tributaria de las corporaciones locales no carece de limites, y asi, tratándose
de tributos propios está previsto que intervengan en su ordenación y en su
exigibilidad dentro de su respecto ámbito territorial, si bien la potestad tributaria
de los entes locales está reconocida en el art. 133.2 de la Constitución, «no podrá
hacerse valer en detrimento de la reserva de ley presente en este sector del
ordenamiento», por lo demás, la Ley no podrá limitarse «a una mediación formal
en cuya virtud apodere a las Corporaciones Locales para conformar sin prede-
terminación alguna, el tributo de que se trate» (S.T.C. 19/1987, de 17 de febrero).

El modo de conciliar la autonomia local con el principio de reserva de ley
consistirá en una ley que no sólo habilite a los entes locales para ejercitar la
potestad tributaria que la Constitución les reconoce, sino que también ordene,
siquiera de manera parcial, los tributos municipales, pues el ámbito objetivo del
principio de reserva de ley no queda garantizado «mediante una mera cláusula
legal habilitante en favor de la plena autodeterminación del régimen de sus
tributos por las Corporaciones Locales (S.T.C. 19/1987, de 17 de febrero).

Es por todos sabido que, hasta la aprobación de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, el sistema tributario local estaba integrado por una extensa lista de tasas
y de contribuciones especiales y por diez figuras impositivas. La nueva Ley apenas
si introdujo innovaciones en materia de contribuciones especiales, acaso lo más
destacable puede ser que pasaron a ser todas potestativas, en cambio, en materia
de tasas municipales si se produjeron grandes cambios, puesto que de su ámbito

6 Convenimos con la S.T.S.J. de las Islas Baleares de 17 de -febrero de 1997, referida a una
liquidación girada a la Universidad en concepto de tasas por licencias urbanísticas, en que la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales no vulnera la autonomía de las Universidades, «ya que ésta, como
se recoge en el artículo 27.10 de la Constitución espariola, se reconoce «en los términos que la Ley
establezca» y la Ley de Reforma Universitaria, en su artículo 3, contiene y desarrolla el derecho
constitucional de autonomía en los términos que en el mismo se indican que, en materia económica,
se limita a la «elaboración, aprobación y gestión de sus presupuestos y la administración de sus bienes»,
letra c), sin que, por las razones diehas, la competencia genérica contenida en su letra k) puedan
prevalecer contra la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, como tampoco los Estatutos».
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se sustrajeron los denominados precios p ŭblicos. Como se encarga de serialar su
propia Exposición de Motivos la exacción de las tasas se limita a la prestación de
servicios pŭblicos y a la realización de actividades administrativas de competencia
municipal que se refieran, afecten o beneficien al sujeto pasivo, cuando una y otra,
por su propia naturaleza o por disposición legal o reglamentaria, no sean suscep-
tibles de prestarse por el sector privado, siempre que su demanda no sea volun-
taria; para los demás casos de prestación de servicios o de realización de activi-
dades administrativas de competencia municipal, así como por la utilización pri-
vativa o el aprovechamiento especial del dominio p ŭblico municipal, se
instrumenta un sistema de precios pŭblicos. Asimismo, son destacables las modi-
ficaciones introducidas en relación con los impuestos municipales, la Ley los
redujo a cinco, de los cuales tres son aplicación obligatoria (Impuesto sobre Bienes
Inmuebles, Impuesto sobre Actividades Económicas e Impuesto sobre Vehículos
de Tracción Mecánica) y dos tienen carácter potestativo (Impuesto sobre Incre-
mento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana e Impuesto sobre Construc-
ciones, Instalaciones y Obras).

La entrada en vigor de las nuevas figuras previstas en la L.R.H.L. no se ha
producido para todas al mismo tiempo, sino de modo sucesivo: el Impuesto sobre
Construcciones, Instalaciones y Obras entró en vigor el día 31 de diciembre de
1988, los restantes tributos entraron en vigor el día 1 de enero de 1990, salvo el
Impuesto sobre Actividades Económicas que empezó a exigirse el día 1 de enero
de 1992 (por consiguiente en este impuesto el•disfrute de los beneficios fiscales,
con carácter transitorio, se extiende hasta el 31 de diciembre de 1994 —salvo que
se trate de empresas educativas de enserianza no reglada, que es hasta el 31 de
diciembre de 1995—, a diferencia de lo que ocurre en los demás tributos en los
que esa fecha es el 31 de diciembre de 1992). Los precios p ŭblicos también
entraron en vigor el 1 de enero de 1990, criterio que goza del refrendo
jurisprudencial así, S.T.S. de 28 de febrero de 1996.7

II. TASAS URBAMSTICAS

No está nada clara la distinción entre tasas y precios p ŭblicos, ni antes de la
S.T.C. 185/1995, de 14 de diciembre, referida a la Ley de Tasas y Precios P ŭblicos,
ni después. Además como consecuencia de dicha sentencia se ha producido una

7 La Disposición Transitoria Primera de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, obliga a par ŭr de
la base de que, «tratándose de precios pŭblicos por la utilización privativa o aprovechamiento especial
de bienes de dominio pŭblico local, los acuerdos para su establecimiento debían coordinarse con los
relativos a los de las Ordenanzas reguladoras de las tasas que antes de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales eran exigibles conforme al artículo 199.a) del Real Decreto Legisla ŭvo 781/1986,
de 18 de abril, por la utilización privativa o aprovechamiento especial de esos mismos bienes, de modo
que sobre el mismo presupuesto de hecho no se estableciera una simultánea obligación de pago de
una tasa y un precio p ŭblico. Por lo tanto, como hasta el 1 de enero de 1990 (...) los Ayuntamientos
podían continuar exigiendo las tasas que tuvieran establecidas (...), es claro que con anterioridad a
esa fecha no podían exigir precios p ŭblicos».
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paradójica situación en nuestro Derecho: hay vigentes dos conceptos de tasa; uno,
con carácter general, contenido en el art. 6 de la Ley de Tasas y Precios Pŭblicos,
art. 26.1.a) de la Ley General Tributaria y art. 20 de la L.R.H.L. y otro limitado
al ámbito de las Haciendas Autonómicas, recog-ido por fa Ley Orgánica 3/1996,
de 27 de diciembre, que modifica parcialmente la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de
septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomass.

No óbstante ello, y dejando al margen la calificación como tasa o como precio
pŭblico de determinados supuestos conflictivos9, existen un conjunto de ellos
sobre los que la controversia en cuanto a su calificación no existe, y además, tienen
gran incidencia sobre las arcas cle las Universidades. Nos estamos refiriendo, como

.cabía suponer,. a las, tasas por licencias urbanísticas.

Pues bien, en relación con dichas tasas, la S.T.S.J. de Canarias (Tenerife) de
5•de febrero de 1996 ha manifestado que su hecho imporúble viene determinado
por la realización por los servicios municipales correspondientes de la actividad
de estudio precisa para la determinación de la adecuación o inadecuacióri a la
legalidad urbanística del proyecto de obras presentado, con independencia del
resultado-de tal estudio, esto es, «con independencia de que el solicitante obtenga
finalmente la licencia en cuestión o no. la obtenga (porque no se ajuste, en este
ŭltimo caso, a la legalidad urbanística) », lo cual quiere decir que aunque la
corporación se pronunciara en contra de la adecuación del proyecto al
planeamiento urbanístico también cabría exigir la tasa. No obstante, la S.T.S. de
10 de mayo de 1997 pese a que no deja de reconocer que el hecho imponible de
las tásas viene constituido, no tanto por la obtención de un resultado concreto —
la consecución de la licencia—, como por la prestación de unos servicios o la
realización de actividades de competencia municipal, ariade a renglón seguido que
«en la tasa por licencia de obras existe un hecho genérico que la justifica, cual
es la prestación de un servicio, y otro hecho más específico que la motiva, cual
es la concesión (como acto positivo) de la licencia, y el cumplimiento de ambos
hechos, prestación del servicio y concesión de la licencia, es lo que genera, en
definitiva, la obligación de contribuir». Por supuesto, para la exacción de esta tasa,
como para todas las tasas por prestación de servicios, resulta imprescindible que
el servicio se preste, tal como ha declarado repetidamente la jurisprudencia, por
todas, S.T.S. de 20 de febrero de 1996: «la efectiva prestación de un servicio
municipal es presupuesto imprescindible para que pueda exigirse tasa por tal
concepto, por cuanto el hecho imponible en el mismo viene constituido por la
efectiva prestación de un servicio que beneficie o afecte de modo particular al
sujeto pasivo, sin que la mera existencia del servicio municipal sea suficiente para
constituir a una persona en sujeto pasivo de la tasa establecida para su financia-
ción, si el servicio no se presta en forma que aquella puede considerarse especial-

8 Vid Martín QUeralt, J., en la obra colectiva Curso de Derecho Trilrutario. Parte Especial, Marcial Pons,
13.' ed., Madrid, 1997, pág. 826.

Para la S.T.S.J. de Andalucía (Granada) de 26 de mayo de 1997, por el servicio de recogida de
basuras prestadó por el Ayuntamiento puede exigirse una tasa, con lo cual estamos de acuerdo.
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mente afectada por aquel, en forma de beneficio efectivo o provocación de la
actividad municipal».

Ahora bien, no todas las obras que se realicen dan lugar a la exigencia de la
tasa urbanística, así, no procede exigirla cuando se trate de la ejecución de obras
que respondan a determinaciones urbanísticas que excedan del ámbito territorial
del planeamiento correspondiente a un municipio; tal es el caso, por ejemplo, de
la construcción de autopistas o su reparación o la construcci «ón de una carretera
que no es ni travesía ni zona de dominio pŭblico en terreno urbano, la construc-
ción de un acueducto para •el abastecimiento hidráulico, etcétera.

En cambio, si procede la exigencia de la tasa por otorgamiento de licencias
urbanísticas por la realización de obras consistentes en la construcción de centros
universitarios'°. La realización de estas obras, u otras similares, no está exenta,
como, con acierto, sostienen las S.S.T.S.J. de las Islas Baleares, de 30 de enero de
1996 y de 17 de febrero de 1997, en relación con sendas liquidaciones giradas en
concepto de tasas urbanísticas como consecuencia de la realización de obras de
urbanización en el Campus Universitario, y cuyos argumentos, resumidamente,
son los siguientes: la Universidad de las Islas Baleares no está exenta respecto de
la tasa por licencia urbanística, a la vista de que los arts. 53.1 y 2 de la Ley Orgánica
11/1983, de 25 de agosto, en relación con los arts. 1, 3, 6 y 24 de la misma, parecen
circunscribir la exención sólo a los inmuebles y a la actividad económica que en
ella se ejerce, criterio que también aplica la S.T.S. de 13 de enero de 1996 (que
desestima el recurso interpuesto contra la S.T.S.J. de Andalucía de 9 de abril de
1990, relativa a una liquidación por realización de obras de reforma en la Escuela
Universitaria de Ingenieros Técnicos de Sevilla), pues seriala, en primer lugar, que
«dicho tributo no grava directamente ningŭn bien ni acto de la Universidad, sino
que, por el contrario, es, simplemente, la contraprestación de un servicio presta-
do, a la misma, por el Ayuntamiento», y, en seg-undo lugar, aun en el hipotético
supuesto de que se entendiera que se está gravando la actividad constructiva o
edificatoria de la Universidad, referida a un centro docente, tampoco procedería
la exención, en cuanto no son actos realizados para el desarrollo o cumplimiento
«inmediato» de los fines de aquella. Efectivamente, los fines de la Universidad
están perfectamente delimitados en los arts. 30 de la Ley 14/1970 y 1 de la Ley
Orgánica 11/1983, a saber, en resumen, fomento de la ciencia, la técnica y la
cultura y preparación para el ejercicio de actividades profesionales que exijan la
aplicación de conocimientos y métodos científicos o para la creación artística»,
ariadiendo, a mayor abundamiento, que «ha de tenerse en cuenta, dentro del
marco normativo de la versión del art. 65.1 de la Ley 14/1970 —que condicionaba
el disfrute de la exención tributaria de la Universidad a que lo fuese «en la misma
medida que el Estado»— que éste, en principio, no ha gozado nunca de exención

I ° En el mismo sentido se ha pronunciado la S.T.S. de 10 de mayo de 1997, en relación con la
construcción de un centro de enseñanza no universitaria por la Junta de Inversiones y Equipamiento
Escolar, que es un organismo autónomo del Ministerio de Educación y Ciencia.
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de la Tasa por Licencia de Obras o Urbanística, pues el art. 202 del Real Decreto
Legislativo 781/1986 (y 9 del Real Decreto 3250/1976), limita la exención
estatal a las Tasas por aprovechamientos inherentes a los servicios p ŭblicos de
comunicaciones y por los que interesen a la seguridad y defensa nacional, exclu-
yendo a todas las demás, pues «salvo los supuestos establecidos, no se admitirá,
en materia de tasa, beneficio tributario alguno». En el mismo sentido, la R.T.E.A.C.
de 12 de mayo de 1993, recaída en un recurso interpuesto contra una liquidación
girada en concepto de tasa de alcantarillado a la Universidad Complutense, pues
interpreta que del art. 9 del Real Decreto 3250/1976, se deduce claramente que
dicha exención se extiende a las tasas por aprovechamientos especiales, pero no
a las tasas por la prestación de un servicio municipal, cual es el alcantarillado y
también la de Madrid de 30 de mayo de 1995, en relación con la liquida-
ción practicada a la Universidad Politécnica de Madrid, en concepto de tasa por
recogida de basuras, antes de la entrada en vigor de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales":

Como se sabe, en las tasas por otorgamiento de licencias urbanísticas, los
constructores y contratistas de obras son sujetos pasivos, a título de sustitutos. Por
consiguiente, son ellos quienes deben pagar, en primera instancia, a la Hacienda
Local la cuota correspondiente sin perjuicio de que posteriormente se repercuta
a la Universidad, en tanto en cuanto es sujeto pasivo, a título de contribuyente.

Por consiguiente, si los entes locales quieren obrar correctamente lo que
deberán hacer es notificar la liquidación correspondiente tanto a la Universidad
como a la empresa constructora.

En el caso de que la empresa constructora resultara insolvente no cabría que
el ente local pretendiera exigir de la Universidad la cantidad no satisfecha por
aquella, puesto que el obligado inmediato al pago del impuesto, cuando se trata
de tasas por licencias urbanísticas, es la empresa contratista, en su calidad de sujeto
pasivo sustituto, y en consecuencia, no existe la alternativa para la Administración
acreedora de optar entre la empresa constructora y la Universidad a la hora de
reclamar el pago, sino que tal reclamación sólo puede dirigirse contra la empresa
constructora. En ocasiones, la entidad local no lo hace así y se dirige solo contra
el contribuyente (cfr. S.T.S. de 17 de marzo de 1997, referida a una liquidación
girada a la Universidad de Valencia como consecuencia de la construcción de la
Facultad de Farmacia), en cuyo caso, cuando después se dirige contra el sustituto

" No obstante, en supuestos muy concretos las Universidades si han disfrutado de una bonificación
en las tasas por licencias urbanísticas, en concreto, la S.T.S. de 15 de marzo de 1997, declaró que a
la liquidación girada por la construcción de la Facultad de Farmacia, en el campus de la Universidad
de Valencia, en el término municipal de Bursalot, le alcanza de lleno la bonificación del 90% que
reconocía a las obras de equipamiento comunitario primario el artículo 202.2 del Real Decreto Legis-
lativo 781/1986, de 18 de abril, que había sido concedido por el Real Decreto-Ley 31/1978, de 31 de
octubre, y que desapareció a partir del 31 de diciembre de 1989, seg ŭn prescribió la Disposición
Adicional Novena de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre. Lógicamente, durante el período transitorio,
en materia de tasas hasta el 31 de diciembre de 1992, esta bonificación continuó siendo aplicable.
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es posible que hayan pasado más de cinco arios y, por tanto, se haya producido
ya la prescripción, pues desde nuestro punto de vista, el plazo de prescripción no
se ha interrumpido, como consecuencia de las actuaciones dirigidas contra el
contribuyente. Como bien seriala la de Cataluña de 9 de julio de 1996, en
ningŭn caso cabe acudir a la vía de apremio para cobrar las deudas a la Univer-
sidad, puesto que sus bienes son inembargables, lo correcto, una vez concluido
el período de pago voluntario, es instar el procedimiento de compensación regu-
lado en el art. 65 del Reglamento General de Recaudación, aprobado por Real
Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre12.

En relación con la cuantía de las tasas, el art. 24 de la Ley Reguladora de
las Haciendas Locales dispone que el importe estimado de las tasas por la pres-
tación de un servicio o por la realización de una actividad no podrá exceder, en
su conjunto, del coste. La S.T.S. de 11 de junio de 1996 afirma, con razón, que
la comparación «ha de efectuarse entre la totalidad de los ingresos previsibles por
tasas establecidas por la prestación de un servicio de la competencia municipal y
el coste anual que para el Ayuntamiento represente el mantenimiento de ese
servicio», de manera que, como seriala la S.T.S. de 19 de junio de 1997, sólo «la
absoluta desproporción entre las magnitudes de aquellos términos puede ser
indicativa de una desviación del límite general del coste de las tarifas». Los tér-
minos de comparación procedentes no son los costes y liquidaciones singulares,
sino el cómputo del servicio y el rendimiento previsible de la tasa en su globa-
lidad. Esta tesis, ya tradicional, también se aplica por otros tribunales; así, el
equilibrio entre la doble función del coste como objetivo y como límite —seriala
la de Andalucía (Granada) de 3 de junio de 1996— «debe flexibilizarse de
manera que no puede pretenderse que dicho equilibrio se rompa cuando la

' 2 Los argumentos son los siguientes: «Se echa en falta en la materia analizada una referencia legal
de una contundencia tal como la contenida en el artículo 44 de la L.G.P. (Real Decreto Legislativo
1091/1988), en el arŭculo 18 de la Ley del Pavimonio del Estado (de 15 de abril de 1964), o incluso,
para las Adminisuaciones Locales, en el artículo 4.1. Q de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de
Régimen Local, sin que se pueda olvidar, a los efectos de determinar dicha embargabilidad de los
bienes de las Universidades, que éstas pueden poseer un pavimonio propio que no siempre se halla
afecto al cumplimiento de sus fines o al servicio p ŭblico que prestan (arts. 53.1. 2 y 2. Q de la L.O. 11/
1983), así como también rendimientos procedentes bien de su patrimonio bien de ou-as actividades
económicas que les sean permitidas por las leyes o sus respectivos Estatutos (art. 54.D de la Ley
Orgánica 11/1983). Sin embargo, también es cierto que el ar ŭculo 53.3 de la Ley Orgánica de Reforma
Universitaria contiene una mención un tanto críptica cuando especifica que «la administración y
disposición de los bienes de dominio p ŭblico, así como de los patrimoniales, se ajustará a las normas
generales que rijan la materia». Es esta mención la que obliga a una interpretación más detallada,
recabando para ello el auxilio del elemento interpretativo histárico, dado que carecía de significado
en tanto en cuanto contuviera una simple y genérica (y también innecesaria) remisión a la Ley,
mientras que adquiere su pleno sentido si se observa su similitud con las determinaciones contenidas
en el arŭculo 63.3. 1 de la Ley General de Educación de 4 de agosto de 1970, antecedente de la actual
Ley Orgánica 11/1983, en la cual tampoco se contenía la mención al principio de la inembargabilidad
de los bienes de las Universidades quizá por ser ello innecesario al aplicárseles la Ley de Entidades
Estatales Autónomas (art. 66.3.Q de la Ley 13/1970), en consecuencia forrnar parte de la Hacienda
Pŭblica (art. 2. Q de la L.G.P. de 4 de enero de 1977), y por ello serles de aplicación el artículo 44 del
mismo texto».
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:efectiva recaudadón de -la • asa ,ŝea inferior o ligeramente superior .ál ,coste del
:serVicio..Lo importante -es ,que . el :estudio esté formulado :sóbre bases .ciertas ,que
,avalen el eqiíilibrio fijado -«a	 y -que la •fectiva .aplicación ,de las :tasas :fi-

, jadas demuestre .correcĉión :sustanĉiál del :eqŭilibrio :alcanzado, o diCho :otro
modo, ,que la -recaudaĉión 'de :la tasa :no :sea ,exceSiva ,en reladión .a los ,costes ,del
.serVido»..

PRECIOS ,PúBLICOS

En . el ,ánibito ,de la Ilacienda Local, la línea diVisoria entre .tasáy ,preĉio público
•e ŝide, ,para -,un sector . doctrinal, en 'si Ayuntanŭento teserva, .o ,no, :en :su •avor
.el servido : a tenor :del :art. ;86.3 de la Ley "7/1985, .de '2 de ,abril, Regttladora ,de
'las iBases ;Regimen Local. La .e• ectiva prestación del servido ,en régimen ,de
:monopdlio ,requiere 'la :aprdbación :defirtitiva por él :Pleno ,de 'la :Corporadión, ,es
,necesario :el .voto :favorable de la mayoría :absoluta ,del : número legal •le Mierribros
'de la Corporación ,"(art. 47.3:11.de Ley).. La verdad es que la línea diVisoria
,entre tasa y - preeio publico, no de,pende tanto •de ,que :se haga..uso ,o . ,no de la
,poSibilidad ;preVista ,en :él .art. ,86:3 ,de tey 7/1985, ,de 2 cle ,abtil, ,esto es, :de que
se ,monopolice o no .servicio, Sino ,de :que •se trate .de	 ser•iCio	 ,sóliditud
:o tecepeión ,dblrgatoria para partictilar, a dŭrlo ,de ..ejemplo, valga ,deĉir ,que la
:S.T:S. de 18 .de ,oĉtubre . de1994, :en telación ‹con , e1 .suministro	 -agua :seriala ;que,,.
no .ekiste ,norma .álguna, •como :sucede ,con , e1 álcantarillado, ,que ..imponga la
sciliditud .dél :surriinistro murriCipal ,de -agua potable o ..que	 .1partictilar
proveerselde .por sí Mismo , ŝi -dispone de medios :necesarios para ello, por lo
,que ,e1 sumirristro ,de .agua .débe encuadrarse • n .1[a :categoría del :,preCio pŭblico.
.Las :diferendas entre tasa y precio :,p ŭblico tanibién ,se reflejan ,en el procedimiento -
ipara su apróbaCión,	 : el primer •caso es :necesario ,una :Ordenanza :;fiscál, .en
•otro ,caso no, ,lo •cual se traduce, por ,éjernplo., ,en rque los :acuerdos proVi ŝionales
,déberán ,ser :aprdbados definitivamente :de:forma expresa, puesto , que 'el pro:cedi-
miento general Ley "7/1985,, .de 2 de àbril, de bases ,del régimen local, :no
preve ila .elevación ,automática ,a ,defirtitivos ,de los acuerdos .que •no ;htibiesen
reĉibido redlamación :alguna.

"En ,opirrión :de Rŭbio ,de -Urqtría, ,ál •no :tener los predios pŭblicos -naturaleza
tributaria, , e1 legiŝlador :está .deterrninando que los 2.cuerdos :de .estábleCimiento .de
•recios ,pŭblicos y las Ordenanzas , (no liscales) teguladoras ,de ,éstos han .de
apróbarse ,con arreglo :ál procedintiento generál .contenido ,en los ,arts. 49 y 70.2

,de la -Ley 7./1 .985 ,(éste ŭltimo, con la redacción :que dio Ia Ley 39/1994, ,de :30
de didembre). Paralarentrada :en .vigor 'del,acuerdo o .de ordenanza .(no.fiscal)
,es preeiso no •ólo ,que se .haya .priblicado completamente su texto, Sino tanibién
-que «haya transcurrido el p- lazo preVisto en ..el -art. :65:2 , de la Ley .7/1.985 :(que, .en
reladiOn •con , e1 . deber que tienen las Entidadeslocales, seg ŭrrel att. 56.1 .de rerriitir

_Administración .del .Estado y ,a	 -la .Comunidad .Autónoma 'extracto de .sus
,actos acuerdos, .concede . a ,éstas el plazo de quince :días tábiles ,para formular
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requerimiento motivado de anulación de aquéllos, si consideran que infringe el
ordenamiento jurídico, en el ámbito de sus respectivas competencias)»13

Si se acepta que los precios p ŭblicos no son tributos habrá que entender
entonces que la materia de revisión de precios p ŭblicos de las entidades locales
se rige, básicamente, por las normas generales que regulan la revisión de los actos
de las Entidades Locales, es decir, por los arts. 52 y53 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril, y no por lo dispuesto en los arts. 108 y 110 de igual Ley y en el ar.t. 14 de
la Ley 39/1988, de 28 de diciembre.

La cuantificación de los precios p ŭblicos también es una cuestión polérnica; la
jurisprudencia, con las matizaciones oportunas, se .sirve de los criterios ya .conso-
lidados en materia de tasas. Aunque, como acabamos .de comprobar, la Le) 39/
1988, de 28 de diciembre, coherentemente con el calificativo de recurso nó tri-
butário otorgado a los precios p ŭblicos, no exige que su fijación se lleve a cabo
mediante la aprobación de la pertinente Ordenanza fiscál, siendo suficiente un
simple acuerdo municipal, lo cierto es que los Ayuntamientos apenas si han hecho
uso de esa posibilidad. Lo primero que ha decirse es que resulta necesaria la
elaboración de una Memoria Económico Financiera para fijar el importe de los
precios pŭblicos. Ni que decir tiene, en segundo lugar, que la fijación del importe
del precio pŭblico, que deberá cubrir, como mínimo, el coste del servicio prestado
o de la actividad realizada, no puede realizarse arbitrariamente. En .todo caso, lo
qŭe parece claro es que la referencia al valor de mercado contenida . en él art. 45.2
de la relativo a los precios pŭblicos por aprovechamiento especial del
dominio pŭblico, no conduce necesariamente al valor catastral del terreno
(S.T.S.J. del País Vasco de 1 de abril de 1996). La cuantía de los precios pŭblicos,
como es sabido, puede reducirse por razones sociales, benéficas, cŭlturales o .de
interés pŭblico. Ello no es obligatorio, sino potestativo, para los Ayuntamientos.
Pues bien, si como se dice los precios pŭblicos no son tributos, nada impide que
al socaire de ese precepto las corporaciones locales introduzcan alg- ŭn tipo de
medida en favor de las Universidades, pues como serialó la S.T.S.J. de Canarias
(Las Palmas) de 21 de septiembre de 1993, «la ley emplea un conjunto de con-
ceptos extraordinariamente indeterminados, no excluyentes entre sí, amén de
definir situaciones de hecho a veces coincidentes... En todo caso, no parece
discutible que la «mens legis» del precepto sea dejar una ventana abierta para que
la Administración decida con suficiente libertad qué situaciones u organizaciones
merecen un trato de favor, incluso aunque se acredite que las situaciones concu-
rran. Se trata, ni más ni menos, que de la recepción en materia de precios p ŭblicos
del principio constitucional de capacidad económica» (art. 31 C.E.)».

La falta de criterios claros convierte en particularmente complicada la tarea de
identificar supuestos constitutivos de precios p ŭblicos, salvo que se trate de-supues-
tos relacionados con el aprovechamiento del dominio pŭblico, en cuyo caso, hoy
por hoy, y en el ámbito local, no cabe exigir tasas, sino precios p ŭblicos, en

13 Ley reguladora de las Haciendas Locales, ob. cit. pág. ???
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supuestos tales como apertura de za.njas y calicatas en terrenos de uso pŭblico,
ocupación de terrenos de uso pŭblico, con inateriales de construcción, entradas
de vehículos a través de las aceras y reservas de vía 'p ŭblica para aparcamiento
exclusivo, etc. Tal vez hubiera sido conveniente que se incluyera una lista de
supuestos concretos por los que se pueden exigir precios p ŭblicos, pero no lo ha
estimado necesario el legislador, como tampoco ha considerado oportuno incluir
una relación de supuestos que pueden dar lugar a la exigencia de tasas. Ahora
bien, el hecho de que sea conveniente no quiere decir que al no haberse proce-
dido de esa manera, necesariamente, nos hallemos ante una hipótesis de
inconstitucionalidad, y menos en el campo de la Hacienda Local, dado que la
relación Ley-Reglamento es muy distinta en los ámbitos estatal y local. En este
ŭltimo campo es un imperativo constitucional el mayor protagonismo del regla-
mento en aras de la autonomía y de la suficiencia de los entes locales.

Los bienes que componen el demanio, —afirma la S.T.C. 185/1995, de 14 de
diciembre—, son de titularidad de los entes p ŭblicos territoriales y su utilización
privativa o su aprovechamiento especial están supeditados a la obtención de una
concesión o autorización que corresponde otorgar exclusivamente a esos Entes.
Por tanto, —continua diciendo el T.C.— existe «una situación que puede conside-
rarse de monopolio ya que si un particular quiere acceder a la utilización o al
aprovechamiento citados para realizar cualquier actividad debe acudir forzosa-
mente a los mismos», pues «la ŭnica, alternativa que le cabe al particular para
eludir el pago del precio p ŭblico es la abstención de la realización de la actividad
anudada a la utilización o aprovechamiento del demanio, pero la abstención del
consumo no equivale a libre voluntariedad en la solicitud». Ello, como no podía
ser de otra manera, conduce al Tribunal a sostener que «estamos en presencia de
una prestación de carácter pŭblico en el sentido del art. 31.3 C.E., que, en cuanto
tal, queda sometida a la reserva de Ley». La verdad es que se llame tasa o se llame
precio pŭblico, quien utiliza el dominio p ŭblico para finalidades privadas, está
sujeta a una prestación patrimonial p ŭblica, y, por tanto, como mínimo la
constitucionalidad del art. 41 a) de la L.R.H.L. está en entredicho. En efecto, el
Tribunal Superior de Justicia de Galicia y el Tribunal Superior de Justicia de
Canarias han planteado varias cuestiones de inconstitucionalidad. Los argumentos
de este ŭltimo, contenidos en el auto de 10 de mayo de 1996 (y reiterados len otros
posteriores) son resumidamente, los siguientes:

«Por mucho que maticemos el principio de reserva de ley con relación a las
prestaciones patrimoniales de carácter p ŭblico en el ámbito lOtál, parece exten-
derlo, al menos, al hecho imponible y a la cuantía, elementos esenciales de la
prestación segŭn se desprende de la doctrina del Tribunal Constitucional, reite-
rada en la Sentencia 185/1995, de 14 de diciembre (...) para considerar cumplido
el principio de legalidad tributaria no basta con que una ley prevea la figura
abstracta de los precios esenciales, puesto que, (...) este principio exige que sea
también la ley la que contenga la creación concreta o establecimiento de los
diversos precios pŭblicos que, en aplicación de esa figura abstracta, los entes
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pŭblicos competentes estimen convenientes. Sin embargo, de los arts. 48 y 117 de
la Ley de Haciendas Locales se desprende que los Ayuntamientos podrán estable-
cer y exigir precios pŭblicos, correspondiendo tanto el establecimiento como la
modificación de los mismos al Pleno de la Corporación, que podrá delegar esta
facultad en la Comisión de Gobierno. El establecimiento del precio p ŭblico im-
plica la concreción de la genérica definición contenida en el art. 41 de la Ley en
un específico supuesto de hechos. Es decir, supone la fijación del hecho
imponible. Consecuentemente en la Ley de Haciendas Locales la determinación
del hecho imponible de las prestaciones patrimoniales de carácter p ŭblico queda
en manos de la Corporación municipal, ya sea el Pleno ya la Comisión, y al margen
de cualquier determinación legal.

Lo mismo cabe decir respecto de la cuantía de la prestación. El art. 45 de la
Ley 39/1988, de 28 de diciembre, no establece límites a la determinación de la
cuantía de los pre,cios p ŭblicos derivados de la prestación de servicios o realización
de actividades, quedando su fijación en manos de la Corporación municipal, que
sólo estará sujeta a la obligación de cubrir, como mínimo, el coste del servicio
prestado o de la actividad realizada. También puede la Entidad local, en toda clase
de precios pŭblicos, fijar su cuantía por debajo de los límites serialados en la ley
cuando existan razones sociales, benéficas, culturales o de interés p ŭblico que así
lo aconsejen. Finalmente, el art. 48.2 .permite ,incluso que las Entidades locales
atribuyan a sus Organismos autónomos y a los Consorcios la fijación de los precios
pŭblicos».

A la vista de ello, el Tribunal Superior de Justicia de Canarias, concluye:

«Parece evidente que la regulación contenida en la Ley de Haciendas Locales
no respeta el principio de legalidad tributaria, al dejar en manos de las Corpo-
raciones municipales —ya en el Pleno, ya en la Comisión de Gobierno, e incluso
en Organismos autónomos o Consorcios municipales— la deterrninación elemen-
tos esenciales de las prestaciones patrimoniales de carácter p ŭblico, cuales son el
hecho imponible y la cuantía. Por ello, y siguiendo la misma línea argumental de
la `-éntencia 185/1995, el art. 41 de la Ley 39/1988, en cuanto se refiera a pres-
tacione'ŝ patrimoniales de carácter p ŭblico, ha de ser considerado contrario a la
Constitución.

No empece a este razonamiento que de conformidad con el art. 48 de la Ley
de Haciendas Locales el establecimiento de los precios p ŭblicos se lleve a cabo por
el Pleno —máximo órgano de representación de los ciudadanos en el municipio-
mediante la aprobación de una Ordenanza municipal, por cuanto, amén de que
las Ordenanzas no son disposiciones con rango legal y de que el Pleno puede
delegar en la Comisión de Gobierno, seg ŭn la doctrina del propio Tribunal
Constitucional, la reserva de ley tributaria en el ámbito local no sólo se justifica
en la exclusiva legitimidad de los representantes de los ciudadanos para el esta-
blecimiento de los tributos, sino que también encuentra su fundamento en la
unidad del ordenamiento e igualdad de posiciones de los contribuyentes.
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•Es evidente que la previSión , por Ley d'e los elementos esenciales de lá
plicidad: de prestaciones patrimoniales de carácter p ŭblico posibl'es en el ámbito,
local: es difícif. Tampoco escapa a- este Tribunal : que se va abriendo paso en lés
ŭltimos tiempos un movimiento doetrinal partidario de revisar la naturalezaregla-
mentaria dè las Ordenanzas municipales, equiparándolas . en, cierta forma a las.
disposiciones legales en aquellás materias- en. las , que el . principiO de legalidad'
impide-a-losmunicipioser ejercicio:de potestades administratiVas esenciales; como-
la tributaria o lá sancionadora (: 	 ) Pero estas consideraciones no son obstáculb:
para que; err estos momentos, y a la viSta de la actual : doctrina del: Tribunal
Constitucional;, sobre-todo- tras- la sentencia 185/1995,. ðe 14 de diciembre, exista•
una duda más. que razonable sobre la constitucionalidad der art. 41 de . lá Ley d'e
Háciendas:Locales; en el i particular que regulá auténticas prestaciones patrimoniá-
les de carácter pŭblico»

Es muy probable quealguno de diehos razonamientos . tengaacogida por parte
del Tribunal: ConstituciOnal. En. ese sentido,. debemos:serialárque. el hechoe de' que
exista unareserva, dé ley no impl • ea que el Reglamenta carezca,. en todo . casoe,. de
fŭnción sino,,por contra, que es precisa, para que el.mismapueda entrar a regulár
estas materias; 1a existencia de habilitaciones- legales expresas..Es:necesario recal-
car algunos; aspectos que determinan. là existencia- de notables , diVergencias entre.
la Ley. de Tasas y Preciés.P ŭblicos y la Ley Reguladora de lás:Haciendas-Locales,
o . lo que es ló• mismo; entre 1os supuestos que se pretenden comparar n el art. 25•
de la Ley dè Tásas y--Precios art. 41 aY: de la Ley 39/1988; de 28 de
dfciembre,.-divergenciasque: avalán la tesis , d'e. que ŭltimo artícula. citado no es
inconstitucional: -E1 Estado, tiene; por su propia, confikuración: y' posición consti
tucional,. la potestad de dfctar Leyes; ent carnbio,.a los municfpios , ello les está
vecládo , ya que et constituyente solb les ha otorgado lapotestad. de: dictar normas.
reglamentariás. La colaboraci6n . Ley y Regramento en el ámbito rocal alcanzaunos
perfiles sinkulares, 1OEcual impide trasladar mecánicamentela; doctrina del Tribu-

CoriStitucionali sobrela Ley de:Tasas y Preefos P ŭblicos aF ámbitœ de. la. Hacien-
da Local: El principio de reserva de ley no puede llegar a convertirse en urr
iinpediknentO para que los Ayuntamiéntos intervengan de alguna forma en el
diserié de su propia Hacienda, es:voruntad del constituyente que puedan producir
normas en aspectos que les afectan, sustancialmente, conclusión que resulia
avaláda por la propia. finalidad dé là Ley 39/1.988,, de 28. de dierembre; y que;
como diee su . propia,Exposición de Motivos; no, es otra que,. amén de racionalizar
el. siStema finaneiero y tributario de las Háciendas Locales l . hacer efectivos hasta
los mayores 1íinites posibles lós principios; de. autonomía y suficienciá financiera,
permitiéndolès incidir en. 1a determinación déF volumen de sus recursos..

Las probabilidades cre una decraración de inconstitucionalidad son mayores
con respecto , al art.. 48 , dé la. Ley R'eguladora de las Haciendas. Locales, pues.
posibilita que la modificación de los precios pŭblicos sea aprobada por la. Comi--
sión de Gobierno,de la Corporación, dado.que;, desde nuestro.punto de vista, la
S.T.C: 1'85/1:995, de 14 de- diciembre, permire sostener que en el ámbito local
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tanto la aprobación inicial como la modificación de las Ordenanzas por precios
pŭblicos han de ser adoptadas necesariamente por el Pleno de la Corporación
(art. 22.2 d) de la Ley 7/1985, de 2 de abril) ya que la delegación en la Comisión
de Gobierno, conforme al art. 23.2 b) de dicha Ley, no es admisible, desde la
perspectiva constitucional, ni para establecer ni para modificar precios pŭblicos;
dicho sea, en principio al menos, a salvo de lo que pueda deparar un examen caso
por caso de los diversos precios p ŭblicos «ideados» por los entes locales. En
cambio, no pensamos que el art. 45.2 2, de la L.R.H.L. sea inconstitucional. Este
artículo establece una serie de criterios de cuantificación de los precios p ŭbÉcos
por aprovechamiento del dominio p ŭblico, cuales son el valor de mercado y el de
la utilidad derivada de uso de dominio p ŭblico local, criterios que son constitu-
cionales, ya que segŭn la S.T.C. 185/1995, de 14 de diciembre, en el supuesto de
las contraprestaciones pecuniarias fruto de la utilización de un bien de dominio
pŭblico la colaboración del reglamento (en nuestro caso, sería la Ordenanza
aprobada por el Pleno de la Corporación Municipal) puede ser especialmente
intensa en la fijación-y modificación de las cuantías, «en el caso de los precios
pŭblicos, la multiplicidad de las figuras que pueden incluirse en este concepto,
así como la necesidad de tomar en consideración factores técnicos, puede justificar
que la ley encomiende a normas reglamentarias la regulación o fijación de su
cuantía, conforme a los criterios o límites serialados en la propia ley que sean
klóneos para impedir que la actuación discrecional de la Administración en la

-apreciación de los factores técnicos se transforme en actuación libre o sometida
a límite. El contenido y la amplitud de la reg-ulación puede variar, pero en todo
caso es necesario que la Ley incorpore un mínimo de regulación material que
oriente la actuación del programa y le ŝirva de programa marco». Si esto se ha
dicho pensando en la relación ley-reglamento en el ámbito estatal, con mayor
motivo ha de sostenerse —como poco— la misma opinión si .el tema se plantea,
como es el caso ahora enjuiciado, en un ámbito diferente, el local. No estará de
más recordar que, por ejemplo, la S.T.C. 221/1992, de 11 de diciembre,:ha dicho
que no puede desconocerse «que en un sistema tributario moderno . la base
imponible puede estar integrada por una pluralidad de 'factores de muy diversa
naturaleza cuya fijación requiere, en ocasiones, complejas operaciones técnicas»,
y que ello «explica que el legislador remita a normas reglamentarias la concreta
determinación de algunos de los elementos configuradores de la base», el grado
de colaboración entre ley y reglamento dependerá de la naturaleza u objeto del
tributo de que se trate, y así, el protagonismo del reglamento es mayor tratándose
de tasas (S.S.T.C. 37/1981, de 16 de noviembre y 19/1987, , de 17 de febrero),
figura esta cuyá proximidad con los precios pŭblicos es difícil negar, dejando a un
lado los nomiriálismos. Por lo demás, el «sentido que hay que reconocer en la
reserva introducida por el art. 31.1 de la Constitución no puede entenderse, (...)
deáligado de las condiciones propias al sistema de autonomías territoriales que la
Constitución consagra (art. 137) y específicamente (:..) de la garantía cons ŭtucio-
nal de la autonomía de los municipios» (art. 140) (S.T.C. 19/1987, de 17 de
febrero). Pese a que en lo relativo a las Haciendas Locales. es_el principio de
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suficiencia el formulado expresamente por el art. 142 de la Constitución (S.T.C.
179/1985, de 19 de diciembre), sin embargo, el Tribunal Constitucional «ha
reconocido que la autonomía territorial, en lo que a las Corporaciones locales se
refiere, posee también una proyección en el terreno de lo tributario, pues estos
entes habrán de contar con tributos propios y sobre los mismos deberá la Ley
reconocerles una intervención en su establecimiento y en su exigencia» (S.T.C.
221/1992, de 11 de diciembre).

IV. CONTRIBUCIONES ESPECIALES

El art. 28 de la L.R.H.L. establece que constituye el hecho imponible de las
contribuciones especiales la obtención por el sujeto pasivo de un beneficio o de
un aumento de valor de sus bienes como consecuencia de la realización de obras
pŭblicas o del establecimiento o ampliación de servicios pŭblicos, de carácter
local, por las entidades respectivas. A nadie escapa la dificultad que entraria con-
cretar normativamente en qué consiste el beneficio especial, dadas sus m ŭltiples
manifestaciones, tales como, facilidad de acceso, de tránsito, de comunicación,
ventajas para la salubridad e higiene, .etc. También parece claro que sí existe
beneficio especial cuando se realizan unas obras de apertura y urbanización de
una calle que posibilitan el acceso al proceso edificatorio de los inmuebles pro-
piedad de los sujetos pasivos; así, de Cataluria de 9 de julio de 1996, referida
a una liquidación girada a la Universidad Politécnica de Cataluria como conse-
cuencia de obras de urbanización realizadas en una calle de Manresa en la que
estaban situados inmuebles de su propiedad. La Ley Reguladora de Haciendas
Locales no se ha preocupado excesivamente de precisar en qué consiste el bene-
ficio especial. Lo cierto es que de ninguno de sus preceptos se desprende que el
ente local esté exonerado de probar que, como consecuencia directa del gasto
pŭblico realizado con ocasión de las obras y servicios que dan lugar a la exacción
de contribuciones especiales, el sujeto pasivo no ha obtenido un beneficio espe-
cial. La existencia del beneficio es una cuestión de hecho que debe serjustificada
razonadamente en cada expediente, si bien es cierto que la presunción de lega-

- lidad de los actos administrativos desplaza sobre el administrado, en nuestro caso,
la Universidad, la carga de • accionar para evitar que se produzca la figura del acto
consentido, pero no afecta a la carga de la prueba que ha de regirse por las reglas
generales y •es que la carga de la prueba recae sobre el recurrente en cuanto atarie
a los hechos que sirven de fundamento al derecho que reclama, así como al
demandado corresponde la de los hechos obstativos y extintivos de tal derecho.
El meró hecho de la realiiáción de las obras no permite concluir que se produce
un beneficio implícito en los bienes de los sujetos pasivos como consecuencia
directa de aquella realización y la derivada de la potestad administrativa en orden
al ejercicio de competencias propias, tales como la realización de obras p ŭblicas
municipales, remodelación de vías p ŭblicas, etc., la existencia de ese beneficio es
una:alestión que, en cada caso, deberá acreditarse. Tampoco estamos de acuerdo
en que, por principio, haya de presumirse que el valor de un inmueble aumenta
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fruto de la realización de obras en sus proximidades, dado que ningŭn precepto
de la L.R.H.L. áliga a presumir el beneficio, normalmente eso será lo que se
producirá, pero no cabe descartar que se cause un perjuicio. En todo caso, habrá
de estarse a la fecha del clevengo para observar si en tal momento concurre o no
el beneficio especial, pues el beneficio que exige la ley es un beneficio real, actual
y derivado directamente de la obra, sin que puedan admitirse beneficios hipoté-
ticos o futuros (S.T.SJ. de Cataluria de 28 de marzo de 1996)

El art. 32.1 de la L.R.H.L. establece que la base imponible de las contribuciones
especiales se repartirá entre los sujetos pasivos teniendo en cuenta la clase y
naturaleza de las obras y servicios. Excesivamente lacónica resulta esta declaración
legal, puesto que, excepción hecha de la referencia a la clase de las obras o
servicios, ninguna precisión más se realiza, pues si bien es cierto que la base
imponible como máximo estará constituida por el 90% del coste soportado por
la entidad, no lo es menos que no superando ese limite los entes locales gozan
de absoluta libertad para determinar el porcentaje a repartir entre los sujetos
especialmente beneficiados, lo cual origina muchos conflictos, habida cuenta la
dificultad que tiene a' quilatar en qué medida la obra o el servicio concreto bene-
ficia a ciertos sujetos , o a la colectividad. Lo que no puede hacer el ente local es
utilizar «la facultad que en esta materia se le concede, de ponderar los intereses
pŭblicos implicados en la obra y los beneficios que ésta produz. ca en las propie-
dades particulares, para imputar el porcentaje correspondiente de los costes de
ejecución en contribuciones especiales, con una finalidad distinta, la de reducir
la cuota que habría de satisfacer uno de los sujetos pasivos afectados por las obras,
de aplicar aquellos_criterios objefivos de distribución y reparto» (S.T.S. de 23 de
julio de 1996). La: alternativa por la que ha optado el legislador potencia la
autonomía de los entes locales. En todo caso, la cantidad porcentual a repartir
deberá ontenerse en el acuerdo de ordenación (art. 34.3) a fin de evitar la
inseguridad que existiría, en caso contrario, para los sujetos de la obligación
tributaria. Aunque el coste final (real) sea distinto al presupuestado (por exceso
o por defecto) el porcentaje a repartir entre los sujetos pasivos no puede variar,
sin razonamiento alguno, una vez aprobado el acuerdo de ordenación, ya que el
serialamiento definitivo de cuotas deberá realizarse, seg ŭn el art. 33.4 de la
L.R.H.L., por los órganos competentes de la entidad impositora ajustándose a las
normas del acuerdo concreto de ordenación del tributo para la obra o servicio
de que se trate, de manera que si se produce una modificación sustancial en los
elementos del proyecto base habrá que repetir integramente el expediente inicial,
así, S.T.S. de 17 de abril de 1996.

Por otra parte, la pluralidad de módulos de reparto existentes con carácter
general, junto con la posibilidad de su aplicación conjunta o aislada, facilita un
gran margen de maniobra a los entes locales, margen que en ning ŭn caso es
admisible que llegue a convertirse en arbitrariedad, pues si bien es cierto que «se
deja a la discrecionalidact dél Ayuntamiento utilizar todos o algunos de los módu-
los aludidos» (S.T.S.J. de Castilla y León (Burgos) de 3 de julio de 1996), también
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es que la libertad que se res concede, seriala la d•e 25 de enero d'e 1996;
«está condicionada por • necesidad de obtener en cada: cas• concreto lo que ha
venído calificándose comO fíiii principro de: justicia de reparto, difícit de plasmar
en formuláciones abstractas , pero que pued'e traducirse como la eXigencia de que
en cada caso concreto las fincas especialmente beneficiadas por las obras contrP
buyan a su financiación en un porcentaje que represente ra proporción de su-
beneficio en relaCión con las demás».

No"es necesaria, como se sabe, «la notificación individual der acuerdo de
imposición, bastando que se publique en Ios diarios oficiaresy privadosde
der lugar para que llegue a conocimiento de los, propietaríosó , titulares, afectados'
por la tealización de las obras o el establecimiento o ampliación de lo • servicios,
trámíte que se cumple en el proceso de imposición y ordenación de contribucio-
nes especiales, de acuerd• a Ïo establecido en los arts:, 17, 19 y 43.2' de la L.R.H.L.»
(S.T.SJY d'e Asturias de 14 de junio de 1996)•. La notificación individual de ias
cuotas' a satisfacer se establece en el art. 344 de •a t.R.H.L. Esta notificación, —
ha serialada la S.T,S. de	 de enero de 1996, «tiene por finalidad que «Ios
interesados» puedan formular recursos, de repoSición ante el' Ayuntamiento;. que
versarán no sólo sobre las «cuotas, asignadas., sina tambien sobre «eI porcentaje
que deben satisfacer las personas especiarinente beneficiadas» por las obras y hasta
sobre «la procedencía de las contribuciones , especiales»; objetivos; todos, ellos dé
directa fiscalización ciudadana sobre la actuación de la Administración Municipar,
q •e lá ley confiere' individuaIment • a los que están Ilamad'os a sufragar una parte
'importante del' coste de aquellas; contror que se convertiría en dusorio si dichas
obras estuvieran ejecutándose cuando se practica la notificación., de modo que
«esa notificación individual ha de ser considerada necesaria e imprescindibl'e y
como 'garantía tributaria no puede dársele et tratamiento de una mera fOrmalidad
burocrática, en la que es indiférente momento de llevarla a cabo; antes al
contrario su tardía realización, aIl privar en la práctica af contribuyente de un
derecho recoriocido por la ley, constituye•un vicio productor de indefensión y po•
to tanto de nulidad insubsanable».

Vor ŭltimo; er acuercto de: imposición y ordenación es , una autentica imposíción
de un tributo lúcai, por l'o que 1ã competencia viene atribuida Pleno de ta
Corporación Locat, no bastando;.por ejempl'o; una simple resorución del COncejalL,
Delegado de Hacienda y Presupuesto. La exacción de contribucMnes especiales
requiere prevíamente que; enx cada caso,. la Entidad LocaI adopte	 correspon,
dientes acuerdos, de imposición y ordenación. La Ley 39/1988, de 28 de
bre,. Reguladora de las Haciendas Locares a diferencia de la legislación preceden,
te; exige 1a adopción dell acuerdo de imposíción en todo • tos casos dado que,,
actualmente,, las contribuciones especiales son potestadvas. Esta ŭltima caracteri&-
tica motiva que no- se haya impuesto' a Ios Entes Locales la obiigación de aprobar
una Ordenanza generaL si bien se permite que pueda aprobarse„ en cuyo caso,
el acuerdo - concreta de ordenación podrá remitirse a ella. Siendo inexcusable que-
-cada vez que se pretenda exigir una contribución especial se adoptenun acuerdo
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de ordenación, es totalmente lógico lo dispuesto en el art. 34.2 de la expresada
Ley, cuyo tenor es el siguiente: el acuerdo relativo a la realización de una obra o
al establecimiento o ampliación de un servicio que deba .costearse mediante
contribuciones especiales no podrá ejecutarse hasta que se haya aprobado la
ordenación concreta de éstas. Ello se establece, no solo en garantía de la propia
Administración, que asegura de este modo la financiación de la parte del coste
de la obra que le corresponda, sino también de los administrados, porque las
garantías y posibilidades de reacción que el ordenamiento les concede frente a los
actos de ordenación del tributo quedarían gravemente menoscabados si hubieran
de enfrentarse al hecho consumado de la completa ejecución de la obra. Sin la
previa adopción del acuerdo de imposición y ordenación de contribuciones espe-
ciales no es legalmente admisible su exacción, de rnanera que si la ejecución de
las obras se ha iniciado antes de que ello ocurra, su aprobación posterior no
subsana esa deficiencia, lo cual se explica porque los acuerdos • de imposición y
ordenación tienen contenido normativo y la ejecución de las obras se basa en una
serie de actos administrativos que llevan a la práctica a aquéllos, de modo q.ue
dicha ejecución ŭnicamente se ajustará a derecho, de cara a la exacción de la
contribución especial de referencia, si ha sido precedida de la adopción de dichos
acuerdos con carácter definitivo. Si las obras se ejecutan antes de la aprobación
de los acuerdos de imposición y ordenación, la solución no puede •ser la de la
simple reposición del expediente a la constitución de la asociación administrativa
de contribuyentes, sino la nulidad de la liquidación girada (S.T.S. de 29 de mayo
de 1997).

V. IMPUESTO SOBRE BIENES INMUEBLES

La tributación de los inmuebles de las Universidades en los impuestos locales
era, en principio, uno de los supuestos menos conflictivos, • en el s'entido de que
incluso jurisprudencialmente se había reconocido que estaban exentos de la
Contribución Territorial Urbana. Ello no obstante, algunos supuestos habían
suscitado cierta polémica, motivada en gran parte poi- una visión decimonónica
de las exenciones, que se traduce en que éstas deben ser interpretadas
restrictivamente, cuando resulta que las normas en las que se contienen son como
las demás y por tanto han de interpretarse del mismo modo' 4 , exponente de lo
cual, segŭn propia confesión, es la R. del T.E.A.C. de 5 de mayo de 1993, que niega
la exención de unos terrenos propiedad de la Universidad de Oviedo, que se
venían utilizando para el estacionamiento de vehículos, jardines y paseos, con est•
interpretación: «si la Universidad hubiera destinado efectivamente a aparcarnien-
to, comedor o cualquier uso inmediatamente ligado a sus fines —admitiendo que

14 Vide por todos Calvo Ortega, R., «La interpretación de las exenciones tributaria.s», H.PE., n.9- 1:3,
1971. En cambio, probablemente•peca de lo contrario de Galicia d •e 12 de marzo de 1997,
al declarar que está exenta la Biblioteca P ŭblica del Estado, por considerar que se trate de un bien
inmueble que está directamente afecto a los servicios educativos.
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se trate de usos uniVersitarios strictu sensu y no complementarios de ello y, esos
terrenos, mediante las pertinentes obras de preparación, serialización y vigilancia,
sí se daría el supuesto de exención, siempre que la Universidad no percibiese
rentas por ello, pero la simple utilización de hecho de un solar para estacionar
vehículos, o pasear es evidente que no puede conferir per se ese carácter a un bien
inmueble destinado a usos distintos, aunque no los cumpla». La S.T.SJ. de Madrid
de 13 de octubre de 1992, sostiene con acierto que los bienes propiedad de la
Universidad Complutense de Madrid estaban exentos en el ario 1990 del I.B.I.,
puesto que estaban exentos antes de la entrada en vigor de la L.R.H.L., por
aplicación de la Disposición Transitoria Ségunda de igual Ley, naturalmente
pasado el período transitorio han dejado de estarlo, puesto que como ya hemos
dicho se ha producido una derogación tácita de los artículos de la L.R.U. en los
que se contienen prescripciones tributarias aplicables a las Universidades. La
S.T.S.J. de Andalucía (Granada) de 25 de abril de 1994 estimó que un Colegio
Mayor de la Universidad de Granada estaba exento, dado que no era una mera
residencia de alumnos sino un centro universitario (cuestión, por lo demás que
no está nada clara a la vista de las S.S.T.S. de 23 de junio de 1987, de 27 de mayo
y 11 de julio de 1988 y de 10- de marzo de 1997). Existe además un problema
ariádido, cual es que la Universidad, a los efectos. del art. 64 a) de la L.R.H.L., no
es ni Estado, ni Comunidad Autónoma, ni Entidad Local. Hasta la aprobación de
la L.R.U. las Universidades tenían la consideración de organismos autónomos
dependientes del Ministerio de Educación, a partir de ese momento, tienen per-
sonalidad jurídica propia 15, si bien están muy mediatizadas, en el plano económi-
co-financiero, por las decisiones que en ese ámbito adopte su Comunidad Autó-
noma, si las competencias en materia universitaria le han sido transferidas o, en
su defecto, el Estado. Efectivamente, como ha manifestado la S.T.C. 106/1990, de
6 de junio, la autonomía de las Universidades «necesariamente tiene que desarro-
Ilarse en el marco de las efectivas disponibilidades personales y materiales con que
pueda contar cada Universidad, marco este que, en ŭltima instancia, viene deter-
minado por las pertinentes decisiones que, eri ejercicio de las competencias en
materia de enserianza universitaria, corresponde adoptar al Estado o, en su caso,,
a las Corriunidades Autónomas». En ese sentido, la S.T.S.J. de Madrid de 10 de
marzo de 1997 declaró que un Colegio Mayor, propiedad de la Universidad
Complutense no .está exento en el ario 1994 del IBI, puesto que la exención
prevista en el art. 64, a) de la L.H.L. no alcanza a los bienes afectos a servicios
educativos pertenecientes a una Universidad, al ser aplicable ŭnicamente a los
bienes propiedad del Estado, Comunidades Autónomas o Entidades Locales. En
la misma línea,.la S.T.S.J. de.Madrid de 12 de diciembre de 1996, en relación con
una residencia de profesores propiedad de la Universidad Complutense, la cual

15 Ya lo dijo el Dictamen n. 9 47.784 del Consejo de Estado de 16 de mayo de 1985, relativo al
proyecU3 de Estatutos de la Universidad de Salamanca: «La L.R.U. ha creado unas Universidades que,
como entes adminisu-ativos autónomos, con autonomía directamente derivada del artículo 27.10 de la
Constitución, no son asimilables a los Organismos Autónomos que como En ŭdades Estatales y Aut6-
nomas regula la Ley de 1958 y cuya autonomía es meramente instrumentar y . organizativa».
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añade, además, a mayor abundamiento, que tal residencia no es asimilable a las
funciones de docencia, estudio, investigación y organización de las enserianzas
universitarias, actividades propias de las Universidades Pŭblicas, segŭn el art. 9 de
la Ley de Reforma Universitaria.

Por contra, si están exentos, no solo los centros docentes p ŭblicos no univer-
sitarios, sino también «los centros docentes privados acogidos al régimen de con-
ciertos educativos, en tanto mantengan su condición de centros total o parcial-
mente concertados (art. 64,1, de la L.R.H.L.)'6. No comprendemos la razón por
la cual no están exentos también los bienes inmuebles de las Universidades P ŭ-
blicas, y en cambio si lo están, los bienes propiedad de un centro docente privado
concertado en el que se imparta educación no universitaria, y asimismo, pueden
estarlo los centros universitarios adscritos, cuya propiedad corresponda a otros
entes pŭblicos distintos de la Universidad, por ejemplo, a las Diputaciones Provin-
ciales, o a una fundación benéfico docente' 7 . Es posible, no obstante, que algunos

16 El alcance de esta exención se regula en el Real llecreto 2187/1995, de 28 de diciembre. No
se trata de una exención ope legis, tiene carácter rogado. Los requisitos que la unidad o unidades
escolares integrados en centros privados afectados a las actividades de enseñanza protegibles en
régimen de concierto son los siguientes:

a) Mantengan en el momento de devengo del tributo su condición de centros total o parcialmen-
te concertados y no hayan sido privados efectivamente de tal condición por haber incurrido en alguna
de las causas de extinción o rescisión previstas en el Real Decreto 2377/1985, de 18 de diciembre, ni
desafectadas las unidades objeto de exención a los fines de la enseñanza protegible en régimen de
concierto.

b) Ostenten la condición de sujetos pasivos a efectos de la exacción del Impuesto de Bienes
Inmuebles en relación con los edificios ocupados por cada centro de referencia.

A tal efecto, la titularidad de los bienes o derechos objeto de exención deberá estar necesariamente
vinculada con la finalidad educativa del centro acogido al correspondiente concierto educativo.

Entre las finalidades educativas se comprenderán no sólo las docentes, sino los servicios comple-
mentarios de comedor escolar, de asistencia sanitaria al alumno y los demás que sean declarados de
carácter necesario en virtud de una norma de rango suficiente. En el año 1993 no estaban exentos
—los años anteriores gozaban de una bonificación del 95% en la cuota, por aplicación de la Disposición
Transitoria Segunda de la L.R.H.L.—, y sí lo están los años posteriores —Ss. T.S.J. de Castilla-León/
Valladolid de 30 de abril y 7 mayo de 1996, de 28 de enero y 15 de abril de 1997—, por aplicación de
lo dispuesto en el artículo 7.1 de la Ley 22/1993, desarrollado por el Real Decreto 2187/1995, de 28
de diciembre: los centros educativos concertados «estaban asimilados a efectos fiscales alas fundaciones
benéfico docentes por el ar ŭculo 50 de la Ley Orgánica 8/1985, de 3 de julio, del derecho a la
educación, pero tal beneficio ha de considerarse comprendido entre los dejados sin efecto, a partir
de 31 de diciembre de 1992 por la Disposición Transitoria Segunda.2 de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, Reguladora de las haciendas locales, por lo que no estaba vigente en el ejercicio 1993. Cierto
es también que, posteriormente, el artículo 7.1 de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, añadió un
nuevo párrafo al artículo 64 de aquella, por el que se otorga exención de este impuesto a los centros
docentes privados acogidos al régimen de conciertos educa ŭvos, pero segŭn el texto del citado arŭ-
culo 7, puesto en relación con la Disposición Final Segunda, la reforma se aplica a partir del 1 de enero
de 1994». La Disposición Adicional Vigésimo Primera de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de
Medidas Fiscales, Administrativas y de Orden Social, establece, con carácter retroac ŭvo, la exención
para el año 1993, al ŭempo que dispone la devolución de las cuotas satisfechas por dichos centros en
ese año.

17 No conocemos, hasta el momento, ninguna sentencia que se haya pronunciado sobre la equi-
paración entre las Universidades y las fundacionel benéfico-docentes, y la consiguiente aplicación de
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bienes 'inmuebles de :las 'Uriiversidades pŭblicas:1 estén exentos, ,por éjemplo, los
que sean declarados individualmente monumentos o jardín 'histórico; en , ese 'sen-
tido, .ha ,de tenerse -en cuenta que la exención relativa .al -patrimonio histórico-
•artístico prevista:en el • art. 64j) de la Ley Reguladora de _Haciendas tocales exige
quelos bienesinmueblesseandedarados expresa eindiVidualmente monumento
ó jardín histórico de :interés cultural, preCisando, seguidamente . que diéha exen-
Ción . no . alcanzará a cualesquiera clases de bienes urbanos mbicados dentro .del
perímetro delimitativo .de : las . zonas arqueológicas integrados en ellos, sino, exclu-
sivamente, a los -que re ŭnan deterniinadas condiciones, por .ejemplo, en sitios o
.conjuntos históricós los que cuenten con ,una antigiiedad .igual o superior :a cin-
:cuentá . arios y esténincluidos . en .el catálogo previsto:en el art.:86 del Reglamento
de :Planeamiento -Urbanístico como objeto de protección :integral en'Ios-términos
'previstós en :de la Ley16/1985, -de 25 .dejulio. Asimismo, pueden.estar
,exentos :los bienes inmuebles pertenecientes a fundaciones constituidas por
Universidades.

'Evidentemente, la supresión :de los beneficios : fiscales .para las.JUniversidades
Pŭblicas.porlat,R:H:L. tuvo mutho que ver, como:ya hemos dicho,.con el óbjetivo
de-tratar de hacer realidad -elprincipiode suficiencia en .elámbito.de la.Bacienda
.Local. :Ello no obstante, .pueden ,utilizarse .otras fórmulas . para :satilfacer .dicho

al :mismo.tieinpo mantener.álgunas.exenciones. No podemos-silenciar
. .que»la:sólución que ipropugnamos para .todo -el Estado :es la que iestá ya vigente

en .Navarra, . donde Tige :para la Hacienda Locál la ;Ley :Foral .2/1995, de 10 de
Tnarzo, la .que conviene Teseriar :su -art. 136 c), relativo a la 'Contribución
territoiiál :(Impuesto:sobre Sienes Inmuebles) „pues establece que : están exentos

, ;(los edificios- ylerrenos destinados a .centros , en : que se . imparta :educación univer-
:iitaria.así :como	 de los xentros .concertados :que limparten enserianzas .de Tégi-
ymen 'general .no universitarias».

lUna mueva posibilidad :de entender que tlos lienes inmuébles de las lUriiversi-
cdadeá , están eXeritos • corisiste -en aplicar :el -art. 58:1 (de :la IJey .30/1994, de 24
Jnovienibre,	 lundaciones-y•de''Incentivos Tiscales , a laíPat'ticipación Privada en
Actividades Pñvádas-deAriterés .Ceneral, .en , cuya virtudloslienes: de 7los que sean
Itittilareslasífundaciones .-y asociadones estarán:exeritos(dellImpuesto : sóbre :Bienes

los' beneficios' fiscales en• ét ál arnpara de'la'Ley 30/1994, il&24 • de noViembre, sobreTundaciones
y Meeenazgo.:La'S.T.S1J.tde Madrid ,de , 12 de 'Clidentibre‘de : 1996, • dedinó l pronunciarse,pese a plan-
1tearseloi larepresentación-ae t la'.UniverSidad t Complutense,1 porque' la q icitiidación , recurrida• correspon-
..día:a :11993 . y3os • efectos• de daiLey,30/1994,comenzarona.regir a;partir del .1 äe enero • de i1994.:12
.S.T.SJ. de Madrid de "10- Cle marzo.de :1997 . tampoco lo • hace • cuandolse .alega dicha equiparación- al
.amparo de:lcalspuesto . en • éhapartado dos . ddla:DispoSiCión Adidonal Qŭinta•delaiLey 30/1994,-ae
24 , de . ŭOvienibre, scibre . Funilaĉ iones \y . Entidades que realizan actividades de interés generalt(desarro-

: 11adwparcialmente,por el:Rear Decreto 765/1995, 1 de 5 de;mayo) por entender que ha de-estarse a
.1o,dispuestoervél ariícŭ lo 46'.2 , dehmismoltexto, en,é1 cuál se estáblece:la,o131,igadón de .sOlidtar,e1
idisfrute:ddlos.correspondientes-fiscales,.sim que-constase-errautostal petición, .VideMtiñoz Castillo,
J. L. , lLey deihtnilaciones y Financiadón de ‘Universidad, Tección :inaug-urál 'del Curso -académico
:199571996,, Universidad de iLeOn, ;1995.
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Inmuebles, siempre que no se trate de bienes cedidos a terceros mediante
contraprestación, estén afectos a las actividades que constituyen su objeto social
o finalidad específica y no se utilicen primordialmente en el desarrollo de explo-
taciones económicas que no constituyen su objeto o finalidad específica, y, ello por
la remisión que a dicho artículo realiza el n ŭmero 2 de la Disposición Adicio-
nal 5a. tratándose de entidades que tengan legalmente equiparado su régimen
fiscal al de las entidades sin fin de lucro, benéfico-docentes, benéfico-privadas o
análogas. La aplicación de lo dispuesto en el art. 58.1 de la Ley 30/1994, solo sería
posible si se entendiera que el art. 53.4 de la L.R.U., que otorga a la Universidad
los beneficios fiscales previstos para las fundaciones benéfico-docentes, sigue vi-
gente, como resulta que, en nuestra opinión, dicho precepto ha sido derogado
tácitamente por la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, resulta que, hoy por
hoy, las Universidades pŭblicas no están equiparadas a las fundaciones benéfico-
docentes, y, por tanto, no están exentos los bienes inmuebles de los que sean
titulares'8.

Por otro lado, desde el punto de vista procedimental el régimen jurídico del
Impuesto sobre Bienes Inmuebles tiene dos fases perfectamente diferenciadas y
con sustantividad propia, una encaminada a la determinación de la base mediante
la .fijación de valores, realizada por la Administración Tributaria Estatal y otra
dirigida a la liquidación y exacción del tributo encomendada a la Administración
Local correspondiente. En relación con la primera, el art. 70 de la Ley 39/1998,
de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, exige que la ponencia
de valores se notifique dentro del primer semestre del ario anterior al que deban
surtir efecto los valores resultantes de las mismas y asimismo exige que los valores
catastrales sean notificados individualmente a cada sujeto pasivo antes de la fina-
lización -del ario inmediatamente anterior a aquel en que deban surtir efectos.
Ambos trámites no sólo son obligatorios, son presupuestos inexcusables de la
liquidación. Ello quiere decir que si, por ejemplo, en el día de hoy, 21 de octubre
de 1997, se le notificara a una Universidad el Acuerdo dictado por la Gerencia
Territorial del Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria relativo al
valor catastral de un inmueble de su propiedad, y al mismo tiempo se le indicara
que dicho valor surtiría efectos, por ejemplo, a partir del 1 de enero de 1996, nos
hallaríamos ante un acto nulo, puesto que ese nuevo valor catastral solo puede ya
surtir efectos a partir del 1 de enero de 1998. Por la misma razón, si esa misma
Universidad ha construido una biblioteca e inmediatamente ha presentado ante
la oficina gestora la declaración de alteración de bienes de naturaleza urbana
(modelo 902) —como consecuencia de la realización de dicha obra nueva sobre
un solar preexistente—, el nuevo valor catastral que se le asigne al inmueble no
puede surtir efectos sino a partir del 1 de enero del ario siguiente al que tenga
lugar la notificación de dicho valor, pues no cabe otorgar efectos retroactivos a

13 Vide, no obstante, Muñoz del Castillod. L., Ley de fundacione.s y financiación de la Universidad, ob.
cit., pág. 83, y también Sopena i J., «Los tributos locales y la Universidad p ŭblica», C.R.E.D.F, ILQ 92,
1996, pág. 713.
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dicha notificación. En ese sentido, el art. 75.3 de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales, establece que las variaciones de
orden físico, económico o jurídico que se produzcan en los bienes gravados
tendrán efectividad en el período impositivo siguiente a aquel en que tuvieron
lugar. Debe tenerse presente que los sujetos pasivos están obligados a presentar
declaraciones de variación, por las alteraciones de orden físico concernientes a los
bienes inmuebles de los que sean titulares y que el incumplimiento de esta obli-
gación, en su caso, se calificará como infracción tributaria; y asimismo, interesa
recordar, a los presentes efectos, que se consideran alteraciones de orden físico
la realización de nuevas construcciones y la ampliación, rehabilitación, demolición
o derribo de las ya existentes, ya sea parcial o total, a tenor de lo dispuesto en el
Real Decreto 1448/1989, que desarrolla el art. 77 de la Ley 39/1988, de 28 de
diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales.

Los nuevos valores catastrales han de ser notificados individualmente al sujeto
pasivo, de manera que si no se hace de ese modo es como si la liquidación no se
hubiera notificado, y por tanto, este motivo puede alegarse con éxito en un
hipotético recurso de la Universidad. La actualización anual del valor catastral
realizada por la Ley de Presupuestos, en cambio, no necesita ser notificada indi-
vidualmente.

Por regla general, no cabe la impugnación indirecta del valor catastral y de la
ponencia de valores al tiempo de notificarse la liquidación correspondiente, así,
por todas, de Canarias (Santa Cruz de Tenerife) de 26 de abril de 1995,
cuyo argumento principal es el siguiente: este problema «tiene su origen en la
separación de la actuaciones administrativas a desarrollar para su aplicación (el
valor catastral), en un doble orden, de gestión catastral y de gestión tributaria —
segŭn se desprende de lo ordenado en los arts. 70 a 78 de la Ley 39/1988,
Regulauora de las haciendas locales— y su atribución a dos órganos distintos y
pertenecientes a diferentes Administraciones: las actuaciones de gestión catastral
que se encomiendan al Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria
(órgano de la Administración del Estado) y las actuaciones de gestión tributaria,
para la liquidación y recaudación•del I.B.I., que se atribuyen a los Ayuntamientos»,
de manera que, «habida cuenta del momento procedimental en que el deman-
dante formula el presente recurso —lo hace cuando le presentan al cobro los
recibos del I.B.I.— determina que el órgano ante quien reclama la improcedencia
de los valores catastrales o las ponencias de valoración catastral y el padrón de
contribuyentes, no es el que tiene encomendado legalmente el desarrollo de esas
actuaciones, por lo que dificilmente puede exigírsele un pronunciamiento sobre
el contenido de unos actos en cuya conformación, para nada ha intervenido».
Naturalmente, la solución es distinta si los valores fijados no se hubieran notificado
o no lo hubieran sido en la forma debida.

Por ŭltimo, entre los aspectos de la regulación del que también queremos
destacar en este momento, se encuentra el contenido en el art. 76 de la L.R.H.L.
que se ocupa de la conocida afección de los bienes inmuebles al pago de las
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deudas tributarias y recargos pendientes por el I.B.I. Este es un dato que ha de
tenerse en cuenta en el caso de la adquisición de inmuebles por las Universidades.
Antes de dirigirse la administración local contra los bienes es preciso que se haya
agotado el procedimiento de apremio dirigido contra el sujeto pasivo, el anterior
propietario. La vinculación temporal de la afección carece de límites, existe para
la totalidad de las deudas pendientes y no prescritas, a diferencia de la denomi-
nada hipoteca legal tácita que solo ampara las deudas tributarias de los dos ŭltimos
arios (art. 74 de la Ley General Tributaria). Para que proceda la derivación de la
acción tributaria contra la Universidad, es necesario que el procedimiento de
apremio dirigido contra el sujeto pasivo, o . 'sea, el transmitente, haya concluido,
haya sido declarado insolvente, fallido, mediante una declaración formal y, asimis-
mo, es preciso que haya un ado expreso de derivación de responsabilidad, que
es, por supuesto, recurrible de manera independiente.

VI. IMPUESTO SOBRE CONSTRUCCIONES, INSTALACIONES Y OBRAS

El hecho imponible de este nuevo impuesto está constituido por la realización,
dentro del término municipal, de cualquier construcción, instalación u obra para
la que se exija la obtención de la correspondiente licencia de obras o urbanística,
se haya obtenido o no dicha licencia, siempre que su expedición corresponda al
Ayuntamiento de la imposición.

Como puede comprobarse, la Ley Reguladora de las Haciendas Locales vin-
cula el hecho imponible del I.C.I.O. al cumplimiento de varias exigencias, una
de ellas, seriala la S.T.S. de 21 de abril de 1997, que se trate de construcciones,
instalaciones y obras que precisen licencia de obras o urbanística, en sentido
estricto, no siendo suficiente cualquier acto de autorización o conformidad
municipal, doctrina que contrasta con los pronunciamientos jurisprudenciales
recaídos en materia de tasas por licencias urbanísticas (por todos, ŭltimamente,
S.T.S. de 31 de marzo de 1997), que estiman que determinadas comunicaciones
equivalen a la licencia de obras, puesto que desde el punto de vista sustancial
cumplen el mismo cometido, y, por tanto, puede exigirse la correspondiente tasa:
«en tales casos se mantiene la potestad municipal de control urbanístico pero el
plazo para su ejercicio se reduce a un mes y 1a forma en que ha de plasmarse,
en lugar de un acto de concesión o denegación de licencia, se produce en una
comunicación al promotor del proyecto indicándole la conformidad o disconfor-
midad del mismo al planeamiento urbanístico en vigor, por lo que la actividad
municipal de contraste del proyecto con el planeamiento urbanístico es idéntica
en uno y otro caso y, desde el punto de vista material, el mismo valor tiene la
concesión de la licencia como la comunicación de que el proyecto presentado
se adecŭa al planeamiento urbanístico en vigor y, en consecuencia, desde el punto -
de vista tributario, tanto da que el servicio administrativo presentado por la
Administración municipal termine en un acto de concesión de licencia como en
otro declarativo de que el proyecto es conforme con el planeamiento urbanístico
aplicable».
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Por regla general, las obras realizadas por las. Universidades para 1os actos de
edificación y usos • del' suelo necesitan•licencia, —y, por tanto; si concurren tos demás•
requisitos están sujetas al impuesto 19—, ello no•obstante, no es • precisa licencia, y,
por tanto,•a la•vista de to'ciue acabamos de•d'ecir, nos hallaríamos:ante un supuesto
de no•sujeción, cuandO concurra• razones de•urgencia o excepcional interés
pŭblico. En efecto, el • art. 1802 del TeXto Refundido, de 9 de abril de 1976• de•
la Ley del Suelo, (equivalente al art. 244.2- del Real Decreto Legislativn 1/1992,
de 26 de junio) contiene una especialidad en relación con los actos de edificación
y uso del suelo promovid'os por órganos de administraciones p ŭblicas o enti-
dades de derecho pŭblico•que administren bienes de aquellas, consíste esta espe-
cialida• en que no es necesaria la licenc •a, cuand'o concurra• circunstancias de•
urgencia o excepcional interés, sino que basta una comunicación•promotor
proyecto urbanístico indiandole la conformidad o disconfOrmidad deli mismo
planeamiento urbanístico. Pues bien, en el caso d'e que l'a comunicación.se  pro-
nuncie positivamente acerca de la adecuación del proyecto al pIaneamientourba-
nístico, cabría exigir a la Universidad la tasa correspondiente,•en•cambio,
cabría exigir	 I.C.I.O.•

Un supuesto controvertido está resultando ser la exigencia 	 I.C.I.O. por
realización de obras de demolición. Al menos ya esta'claro que no procede la
aplicación del si la demolición se lleva a cabo.como consecuencia deruina
inminente, ya que en ese caso•el Ayuntamiento puede prescindir de los trámítes
del expediente contradictorio y proceder a la demolición del inmueble sin,nece-
sidad de que•se solicite licencia, en razón a l'a urgencia de actuación, por la
peligrosidad de cualquier retraso; y no necesitándose licencia, como ya hemos
dicho, el hecho imponible del I.C.I.O. no se realiza. En probl'ema se trasIada a
las demás demoliciones, puesto que para llevarlas a cabo si se necesita licencia.
En ese sentido, la S.T.S.J. de Andalucía•(Granada) de 20 de enero de 1997
manifiesta que las obras de demolición de edificaciones, «aun cuando para ll'e-
varlas a cabo se exija la preceptiva licencia munícipal, debido a su finalidad de
dejar expedito el terreno para cualquier tipo de uso urbanístico y no pretender
a través de su ejecución la construcción de una edificación concreta y determi-
nada, no deben ser incluidas entre las obras, construcciones e instalaciones que
determinan la realización del hecho imponible», criterio que también había
expresado con anterioridad la S.T.S.J. de Cantabria de 17 de enero de 1992.:.No
obstante la cuestión no•es pacifica. Ni siquiera el Tribunal Supremo se ha pro-
nunciado rotundamente, es más la S.T.S. de 10 de diciembre de 1996 ha evitado
hacerlo.

9 Si; procede eI otorgamienta delieencia municipal' (cfr: art. I80,I d'el Texto Refundido ,d'e la Ley
del Suelb de 1976 y 244 deITexto Refundido de l992),•y,•por tanta, cabe exigir con ocasión
de la realización de una obra de interes general ; realizada por la Administración . Pŭblica, consistente
en. construcción de centros de enserianza por un organismo autónomo del; Ministerio de Educáción
y Ciencia, la Junta d'e Inversiones y Equipamiento EScollar. (cfr. ST.S, de 10 de mayo de 1997). Mutatis
mutándis tambien cabe exigir el' 1.c.r.o. con motivo de la construcción: de un centro universitario.
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El art. 101 de la L.R.H.L. no contiene una remisión expresa ni tácita, al art.
178 de la Ley del Suelo (tampoco al art. 242 del Texto Refundido sobre el
Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 1/1992, de 26•de junio) en tanto en cuanto en dicho artículo se definen
todos los actos sujetos a licencia, y así lo han confirmado las S.S.T.S. de 26 de
abril y 29 de mayo de 1996: «el ámbito del art. 178 de la Ley del Suelo no es
identificable con el del art. 101 L.R.H.L. en el sentido de que siempre que con
arreglo a aquél sea preciso solicitar de alguna Corporación local una licencia
para un uso de suelo de los desarrollados • en el art. 1 del Reglamento de Dis-
ciplina Urbanística, se produzca el hecho imponible del I.C.I.O., puesto que
para que esto ocurra se requiere que la licencia se refiera precisamente a la

-realización «de cualquier construcción, instalación u obra», locución a la que no
puede concedérsele una interpretación tan amplia que comprenda cualquier
transformación que se produzca en un determinado terreno, sino una modifi-
cación que se concrete en la colocación en el mismo de alguna edificación,
estructura o elemento fijo o móvil de tal naturaleza que esté condicionado a la
autorización municipal y que represente un valor indicativo de la capacidad
contributiva gravada por el I.C.I.O., que es, precisamente, una manifestación de
riqueza que se ariade al suelo, no que se sustrae de él». No obstante, lo que no
se puede negar es que los artículos mencionados de la legislación urbanística
constituyen una valiosa herramienta para el interprete. La licencia, pues, es una
condición necesaria pero no suficiente, de manera que, por ejemplo, como
seriala la de Andalucía (Granada) de 8 de abril de 1996,•están sujetas las
obras respecto de las cuales los ayuntamientos ostentan facultades de policía
urbanística; en cambio, no lo están las obras incluidas dentro del concepto de
ordenación del territorio, cuando se trate de la ejecución de obras que respon-
dan a determinaciones urbanísticas que excedan del ámbito territorial del
planeamiento correspondiente a un municipio; tal es el caso, como ya dijimos
a propósito de las tasas, por ejemplo, de la construcción de autopistas o su
reparación o la construcción de una carretera que no es ni travesía ni zona de
dominio pŭblico en terreno urbano, la construcción de un acueducto para el
abastecimiento hidráulico, etcétera.

El sujeto pasivo contribuyente de este impuesto será el propietario del inmue-
ble sobre el que se realicen las construcciones, instalaciones u obras siempre que
sea duerio de la obra. Es sustituto quien solicite las correspondientes licencias o
realice las construcciones, instalaciones u obras, si no fuera el propio contribuyen-
te. Por consig-uiente, la realización de obras de reforma y ampliación de un centro
universitario por parte de una Universidad (en concreto, en la Escuela Universi-
taria de Manresa de la Universidad Politécnica de Cataluria) convierte a ésta en
sujeto pasivo del I.C.I.O. a título de contribuyente, independientemente de que
sea o no sea la propietaria de los inmuebles sobre los que se realizan las obras,
pues, a falta de la coincidencia requerida por la Ley entre el propietario y el dueño
de la obra, este ŭltimo, aunque no sea el propietario, será el sujeto pasivo, a título
de contribuyente, debiendo ser tenido por duerio de la obra el promotor de la
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misma, el que la costea, como bien ha dicho la S.T.S.J. de Cataluria 9 de julio de
1996.

El art. 102 de la L.R.H.L., no permite una interpretación literal de los concep-
tos empleados por el legislador, que se traduzca en que se puede compeler al pago
de la deuda a quienes, de ninguna manera, puede estimarse sujetos pasivos. En
ese sentido, no cabría imputar la obligación de pago a los técnicos u operarios que
realizan materialmente las obras a las ordenes del promotor o constructor, y
tampoco puede reputarse obligado a quien se limita a efectuar una gestión admi-
nistrativa de solicitud de licencia en nombre de otro u otros sujetos (S.T.SJ. dp
Madrid de 28 de mayo de 1996).

Procede exigir el I.C.I.O. a quien en el momento de iniciarse las obras figure
como constructor, dado que este es el sustituto, posición que no es la de un mero
responsable subsidiario, sino que es una posición preferente de sujeción pasiva
frente al contribuyente (S.T.SJ. de Andalucía (Granada) de 14 de octubre de
1996). Lejos, pues, de lo que pudiera pensarse, la obligación del sustituto no es
subsidiaria, sino principal. Incluso cabe afirmar que el contribuyente (la Univer-
sidad) pasa a•un segundo plano, quedando el sustituto como primer obligado, sin
perjuicio de su derecho a reclamar del contribuyente la cuota satisfecha a no ser
que por pacto haya renunciado al mismo.

Con independencia de a quién se haya otorgado una licencia, es evidente que
la persona física o jurídica que realiza la construcción, es, por imperativo de la
Ley, sustituto del impuesto y, como tal, ocupa en la relación jurídica tributaria el
lugar del contribuyente, que queda, de ese modo, desplazado de esta relación: la
empresa constructora como sustituto del impuesto queda obligada al cumplimien-
to de todas las prestaciones y deberes; no sólo de pago, sino también formales que
integran la relación tributaria derivada del hecho imponible (art. 32 de la Ley
General Tributaria). El sustituto del contribuyente, en su condición de sujeto
pasivo, ostenta el derecho básico, contrapartida de la obligación que recae sobre
la Administración, a que le sea notificada la liquidación del Impuesto correspon-
diente (art. 124 de la Ley General Tributaria), constituyendo la ausencia de aqué-
lla un vicio que genera la anulación de los trámites correspondientes y obliga a
reponer el procedimiento al momento en el que se cometió el vicio de omisión.
La empresa constructora tiene legitimación para interponer el recurso contencio-
so-administrativo dirigido contra la liquidación, pues, en su condición de sustituto
del contribuyente, se , encuentra integrada en la relación jurídica tributaria y tiene,
por tanto, interés directo en la liquidación que se le haya girado.

En relación con las notificaciones, no es ocioso decir, parafraseando a la S.T.S.
de 22 de marzo de 1997, que los criterios generalizadores, lejos de mantenerse a
ultranza, siempre y en todo caso, pueden y deben evolucionar a tenor de las
circunstancias concurrentes en cada supuesto, atemperándose, excepcionalmente,
a los matices que presenten las mismas, de modo que la seguridad jurídica venga
modulada, sin indefensión para nadie, por el juego de la equidad y economía
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procesal, lo cual llevaría a declarar que es eficaz la notificación realizada a la
Universidad, en la persona de cualquier funcionario de ella (por ejemplo, el
encargado de recoger el correo), si se dan todos los indicios necesarios para sacar
la conclusión de que la Universidad tuvo pleno conocimiento, en su momento
inicial oportuno, del contenido de las liquidaciones notificadas al funcionario, si
así se infiere de la repetición monótona de la misma forma de practicar la noti-
ficación, del hecho de que la notificación realizada a esa persona siempre haya
sido eficaz y de la circunstancia de que las notificaciones anteriores de actos del
mismo procedimiento no hayan merecido reparo alguno. La liquidación debe
practicarse tanto a la Universidad como a la empresa constructora, de manera que
la notificación realizada a la primera no interrumpe la prescripción respecto de
la segunda, ni a la inversa. Por tanto, si con ocasión del recurso contencioso-
administrativo presentado por la constructora se declara que la deuda está pres-
crita, ello también va a beneficiar a la Universidad, dado que si la empresa no paga
ninguna cantidad, nada podrá repercutir. Ello no obstante, en ocasiones no cabrá
entender producida la prescripción, cuando existen algunos elementos como es
el posible conocimiento de la liquidación por ambos sujetos, atendiendo a los
posibles recursos interpuestos en sede administrativa, con conocimiento e inter-
vención del contribuyente y del sustituto.

La base imponible del Impuesto sobre construcciones, instalaciones y obras es
una materia muy polémica; no resulta nada fácil determinar qué conceptos inte-
gran el concepto de coste real y efectivo al que se refiere el art. 103 de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales. En ese sentido, debe tenerse presente que
el objeto imponible del impuesto es el presupuesto de ejecución de la construc-
ción, instalación u obra, de manera que no puede, sin más, trasladarse la jurispru-
dencia recaída sobre las tasas por licencias de obras o urbanísticas, dado que en
éstas el presupuesto de la obra es un dato externo a su objeto imponible, una
ficción jurídica que se adopta como referencia para cuantificar el beneficio par-
ticular obtenido por el sujeto pasivo con motivo del otorgamiento de la licencia.

No es extrario, por tanto, que esta materia se caracterice por su casuismo,
siendo ya muy abundante la jurisprudencia recaída; así, las S.S.T.S. de 3 de abril,
de 29 de mayo y de 28 de junio de 1996 y de 18 de junio de 1997 consideran que
la base imponible está constituida por el coste de la instalación, no formando parte
de ella el valor de la maquinaria instalada. Las Ss.T.S. de 2 y 29 de abril de 1996,
eStiman que no ha de incluirse en la base imponible el importe de los honorarios
del arquitecto y del aparejador que dirijan la realización del proyecto. Las S.S.T.S.
de 2 y 29 de abril y 28 de octubre de 1996, se han pronunciado en contra del
incremento de la base imponible «en un determinado porcentaje estimado por

• a Adminisu-ación en función del beneficio industrial que correspondería al
tratista. Si bien en los supuestos resueltos por estas ŭltimas sentencias el presupues-
to elaborado por el Arquitecto autor del proyecto no preveía partida alg-una en
concepto del beneficio industrial, y la cantidad correspondiente al mismo fue
calculada por el propio Ayuntamiento de la imposición, su doctrina es también



120	 'ISAAC MERINO JARA

aplicable .al . presente caso porque . en él, 'como :corresponde a un -sistema de libre
contratación en •que no •cabe antiCipar en -el momento de elaborarse él:proyecto
en qué condiciones él duerio de la Obra va apactar-su ejecuCióncon él contratista
que se haga cargo de ella, el Arquitecto autor dél ;mismo desglosa, partida ,por
:partida, el coste estimado de Jas distintas lurridades de -obra a ejecutar, cuya suma
-integra el presupuesto de ejecución material puesto que aunque .a continuación
se advierta que «sobre el coste de ejecución materiatel contratista puede ,cargar
su beneficio industrial .autorizado», esta expresión,,arrastrada por la . inercia de los
:pliegos de -contratación en las :obras ,pŭblicas, :toda vez que en las :de carácter
,privado :él -beneficio industrial de :contratista :no ,está legalmente Itasado, no :tiene
otro.alcance .que el delaTeserva de-que cuálquiera que : sea:el precio,de éjecudión
.por coritrata, las cálidades .de las :obra :realizada :no pueden ser inferiores :las
proyectadas». .La S.T.S. de 15 de ,febrero de 1995, .conSideró que han de ser
:inélŭidasdentro de la base imponible las partidas :de fontanería, sanitarios, .elec-
tricidad, ,climatizadón, instálaciones especiales y vidriería, -senda que :sigue

País Vasco-de 20 de Jmarzo de 1996:cuando,manifiesta:que than
exclŭirse 1os equipos:de -cálderería : (recipientes, 'hornos, :reactores, etc.)1mecá-

nicos :o ,eléctricos :en :tanto :en cuarito son instrumentos .o iaparatos puramente
funcionáles y propios 'la rnecáriica lpropia de ila planta; :en ,carribio, in ĉluye
partidas tales «como el : montaje :de :instrumentación, eléctrico,,aislamiento y pin-
:tura, :;y los materialesIde «triberías», :<<instrumentación» y :«electricidad», <que, a
Ipesar de su .naturáleza, .parecen incorporarse -y .formar :parte :de -instálación
:misma :en -su aspecto driás estático <o estructurál, -dél anismo, y.salvadas -todas las
-diferenéias, -que las :ftiberías e instalaciones de :electricidad .de un . inmueble o
edificación , dedicado :a la:habitabilidad formarían :parte consustancial dél presu-
puesto:de •la apbra y serían ;plenamente . incluibles :en la base -del impuesto a dife-
Tencia .de lo :que acontecería con .los aparatos eléctricos de uso doméstico que
:instálasen los : usuarios, pues si .en este ,punto podría:objetarse que no es ni ícon
muého clara:la:rélevancia urbanística delales elementos, áilladamente considera-
dos, :se debe :tener en cuenta:que :no :es lo mismo el hecho :imporrible dél :tributo,
nue --atiende :a «reálizadón de r:ibras oinstalacionesn, que 	 imporribledél
.niismo, ,que Treséindiendoldel aspecto -dinárrrico :de actividad constructora o
rinstáladora, se centra ,en .el :resultado :de :la misma, :por lo:que -es stificiente :con
:que<él:edifido:o 'instálación 'en su:conjunto o lotálidad están sometidos a previa
ilicencia-de Obra o : urbarristica9ara : que;cuanto : de:él forma parte, .constituya:base
-de;rinposición».:Como :no forman parte del:presŭpuesto de: ejecución:materiál :de
:la Obra, .no cabe inèluiren la*base Iriponible ,e1 coste- de lasiinstalaciones:que no
!pre Cisan , previa llicencia, pero sí: el. de 'las calificadas: como inseparables=de:la,dbra,
entre éllas,:climatización, electricidad, ascensores, protecCión :de incendios, , pro-
tección de intrusos. :La SIT.Sj. -de Madrid de 19 de octubre de '1996 rélativa : a la
-construcción de una Residencia, :de-la Tercera:Edad:considera que no debeincl ŭir-
se la maquinaria . instalada • (maquinaria de : hostelería, cocinaxon horno:y lavava-
jillas), en,cambio, estima que si deben serlo	 :partidas .correspondientes a fon-
:tanería y sanitarios, electr` icidad, climatización y vidriería. En fin, de la -base
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imponible habrá que excluir el coste de la oficina provisional de obras, los costes
por ocupación de terrenos mientras se realizan las obras, y las indemnizaciones
que deban pagarse y los intereses del capital invertido en la obra. En cambio, si
forman parte de la base imponible el coste de los materiales y los movimientos
de tierra que haya que realizar.

En un principie no se contempló ninguna exención y, además, al tratarse de
un impuesto nuevo, ni siquiera existían con carácter transitorio. No obstante, más
tarde la Ley 5/1990, de 29 de junio, sobre medidas en materia presupuestaria,
financiera y tributaria, ha establecido una exención en favor de la realización de
cualquier construcción, instalación u obra de que sean duerios el Estado, las
Comunidades Autónomas o las Entidades Locales, que vayan a ser directamente
destinadas a carreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas y
saneamientos de poblaciones y de sus aguas residuales, aunque su gestión se lleve
a cabo por organismos autónomos. Aunque existen opiniones contrarias, conside-
ramos que ese listado de obras es una enumeración cerrada. A la vista de ello, las
Universidades no disfrutan de ninguna exención en este Impuesto, y así lo han
entendido tambien los tribunales: no están exentas las obras de reforma y amplia-
ción de la Escuela Universitaria de Manresa integrada en la Universidad
Politecnica de Cataluria (S.T.SJ. de Cataluria 9 de julio de 1996), criterio que ya
anteriormente había expresado la S.T.SJ. de Aragón de 17 de septiembre de 1994,
en relación con la liquidación girada con ocasión de la realización de obras para
la ampliación de la Biblioteca del Pabellón de Filología de la Facultad de Filosofía
y Letras d•la Universidad de Zaragoza y que ha sido seguido tambien por la S.T.S.J.
de Madrid de 16 de diciembre de 1996, en relación con una liquidación girada
como consecuencia de las realización de unas obras para la construcción de un
Colegio Mayor por la Universidad Complutense de Madrid.

La compatibilidad del Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras
con otras figuras, suscitó desde el principio interesantes debates; recientemente
se han producido nuevos pronunciamientos. Las S.S.T.SJ. de Castilla y León de
31 de enero y de 29 de abril de 1996 abordan su compatibilidad con el Impuesto
sobre Actividades Económicas, el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, el Impuesto
sobre el Valor Ariadido y la tasa por licencias urbanísticas, decantándose en sentido
afirmaŭvo, en todos los casos. En particular, la compatibilidad entre la tasa por
licencia urbanística y el I.C.I.0, ha sido repetidamente cuestionada por los con-
tribuyentes y reiteradamente ha sido admitida por los tribunales, como muestra
valgan las siguientes palabras: «el hecho imponible del I.C.I.O. viene constituido
por la realización dentro del termino municipal, de cualquier construcción, ins-
talación u obra para la que se exija proveerse de licencia municipal, por lo que,
aunque este ŭltimo requisito sea uno de los elementos que delimitan su hecho
imponible, en el se grava la capacidad contributiva puesta de manifiesto con la
realización de la obra, construcción o instalación, que es algo conceptualmente
diferente de la actividad municipal necesaria para la verificación de la concurren-
cia de las condiciones necesarias para que la licencia pueda ser concedida, que
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es lo que constituye el hecho imponible en la tasa por licencia de obras» (S.T.S.
de 18 de junio de 1997).

VII. RESTANTES IMPUESTOS

Podemos convenir, con las S.S.A.N. de 21 de marzo y de 25 de octubre de
199620 , que del art. 53.1 de la L.R.U., cabe extraer las siguientes conclusiones:

La exención para las Universidades se aplica ŭnica y exclusivamente
cuanto éstas actŭen como contribuyentes, por lo que quedan excluidos del ámbito
de la misma cualquier otra figura que no sea la propia del contribuyente, como
por ejemplo, cuando actŭan como sustituto del contribuyente, como retenedor,
como responsable, etcétera.

2) La posibilidad de trasladar la carga tributaria soportada por las Univer-
sidades como sujetos pasivos de los tributos por los que se vean afectadas a titulo
de contribuyente, impide el disfrute de la exención por la que se pudiesen ver
favorecidas.

31) La exención se establece con carácter general para cualquier bien que
pertenezca a las Universidades y para cualquier actividad realizada por las mismas,
siempre y cuando, eso sí, aquellos estén afectos al cumplimiento de sus propios
fines, y éstas se realicen en desarrollo de los mismos.

A la vista de ello, parece claro que hasta la entrada en vigor de las disposiciones
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales relativas al Impuesto sobre Acti-
vidades Económicas las actividades realizadas por las Universidades estaban exen-
tas por las antiguas Licencias Fiscales. Con la aprobación de dicha Ley la exención
se ha suprimido, de manera que pasado el período transitorio, que en este caso
se extiende desde el 1 de enero de 1992 al 31 de diciembre de 1994, por aplicación
de su Disposición Transitoria Tercera, las Universidades han dejado de disfrutar
de exención por las actividades ejercidas en el cumplimiento de sus fines.

El art. 83 d) de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Hacien-
das Locales, en la redacción dada por la Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado, establece que están exentos del I.A.E. los
organismos pŭblicos de investigación, los establecimientos de enserianza en todos
sus grados costeados integramente con fondos del Estado, de las Comunidades
Autónomas, o de las Entidades Locales, o por fundaciones declaradas. benéficas
o de utilidad pŭblica, y los establecimientos de enserianza en todos sus grados que,
careciendo de ánimo de lucro, estuvieren en régimen de concierto educativo. Ello
significa que las Universidades p ŭblicas no están exentas del I.A.E., entre otras

20 Para las cuales la Universidad Complutense de Madrid no está exenta de la tasa por actividades
de inspección y control de instalaciones radiactivas girada por el Consejo de Seguridad Nuclear, lo cual
confirma la tesis de las R.R. T.E.A.C. de 5 de octubre y 10 de noviembre de 1993 y de 5 de junio de
1996 .En cambio, la S.T.S.J. de Madrid de 13 de enero de 1994 sostuvo lo contrario.
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razones, porque no se trata de un establecimiento de enserianza costeado integra-
mente con fondos pŭblicos, lo cual contrasta con lo que ocurre en Navarra, donde
rige la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de la que conviene reseriar su art. 150.1,
d), relativo al Impuesto sobre Actividades Económicas, que dispone que están
exentos los organismos pŭblicos de investigación y educación universitaria, los estable-
cimientos de enserianza en todos sus grados, financiados mayoritariamente con
fondos pŭblicos o por Fundaciones declaradas benéficas o de utilidad pŭblica.

Más claro aŭn está que la exención de las Universidades no puede fundamen-
tarse en el art. 83 a) de la L.R.H.L., toda vez que, como ya hemos dicho, no es
un organismo autónomo, sino que tiene personalidad jurídica propia. La tercera
posibilidad de exención esta representada por el art. 58.2 de la Ley 30/1994, de
24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Pri-
vada en Actividades Privadas de Interés General, en cuya virtud las fundaciones
y asociaciones estarán exentas del Impuesto por las actividades económicas que
constituyan su objeto o finalidad específica, lo que ocurre es que en este caso, a
diferencia de lo que sucede con el I.B.I., ninguna disposición de dicha Ley nos
dice que el régimen previsto en su art. 58.2 se aplicará a las entidades que tengan
legalmente equiparado su régimen fiscal al de las entidades sin fin de lucro,
benéfico-docentes, benéfico-privadas o análogas. La aplicación de lo dispuesto en
el art. 58.2 de la Ley 30/1994, solo sería posible si se entendiera que el art. 53.4
de la L.R.U., que otorga a la Universidad los beneficios fiscales previstos para las
fundaciones benéfico-docentes, sigue vigente, como resulta que, en nuestra opi-
nión, dicho precepto ha sido derogado tácitamente por la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, no procede considerar exenta a la Universidad.

No es dificil criticar la política de exenciones en el I.A.E. En efecto, repárese,
por ejemplo, en que está exenta la actividad docente desarrollada en régimen
concertado por un colegio privado y también pueden estarlo las actividades de-
sarrolladas por una Universidad privada en la medida en que se sustente sobre una
fundación. Las Universidades pŭblicas también deberían estar exentas.

Por otro lado, y en relación con el Impuesto sobre Vehículos de Tracción
Mecánica, existe práctica unanimidad en que no es un tributo especialmente
conflictivo. Entre las exenciones previstas en la Ley no se encuentra ninguna que
tenga que ver con las Universidades, por lo cual nos limitaremos a repasar algunos
de sus aspectos fundamentales.

La exigencia de este impuesto municipal es obligatoria en todo el territorio
nacional, sin necesidad de que los Ayuntamientos acuerden su imposición y cuyo
hecho imponible está constituido por la titularidad de vehículos de tracción
mecánica, cualquiera que sea su clase y categoría, siempre que sean aptos para
circular por la vía pŭblica. Con respecto al requisito de la titularidad, indicaremos
que no se corresponde ni con el derecho de propiedad ni con ning ŭn otro
derecho real sobre el vehículo. En efecto, sujeto pasivo (a título de contribuyente)
será, la persona física o jurídica y las entidades a que se refiere el art. 33 de la
L.G.T. (comunidades de bienes, herencias yacentes...), a cuyo nombre conste el
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vehíctilo en el permiso de circulación. El ,problema .surge . cuando . quien :rigura
como titular del vehículo :eri el permiso . de .circulación ha .dejado de ser ritular .de
•dicho :vehículo ,con anterioridad al devengo ,del impuesto. Pues bien, «en aquellos
supuestos en los ,que .no exista identidad entre qtrien rigure :como titular :del
vehículo , en el permiso ,de circulación de éste, y .quien :ostente la verdadera .ritu-
laridad :de dicho vehículo, la obligación .de «subsanar .el .desajuste», corres,ponde
a	 particulares, sin que las controVe'rsias . que puedan :surgir al respecto entre
éstos, puedan •ser trasladas a Administración .gestora :Cantabria •cle
25 de abril •de 1997). La ,aptitud de ,un vehículo para .drcular . descansa .ŭnica y
exclusivamente en el «dato objetivo de su matriculación , en el correspondiente
registro, sin ninguna otra consideración» 21 Y ello, en :suma, porque ,e1 legislador
•ha establecido una .presunción. iuris . et .de iure .de :que ,ello , es .así en ,todo ,caso, :lo
cual resulta .próblemático en supuestos tales.como vehículos .embargados y preCin-
tados por orden judicia122. Lo fundamental .a efectos del :impuesto es la titularidad

vehículo, independientemente de.que el vehículo.circule o	 maneraque;
.por ejemplo, Si el vehículo ha sido rŭbado ,y, .por conliguiente, no ha Sido urilizado
por su •ritular, •no por eso .éste :dejará tributar por mientras no solidte •a baja
correspondiente el :ritular del ve'hículo •seguirá .tributando .por :él lo :utilice :o no
:lo ,utilice.

En materia de .devengo hay que ,distingtiir entre los vehículos ya matriculados
o autorizados para circular y los de nueva adquisidón. En el primer ,caso, el
•evengo se rproduce el día 1 de enero de ,cada ario. En el segundo, el mismo día
en que se produzca la adqtrisición. -Elperíodo impositivo, generalmente, Icoindde
con el ario natural, salvo que se trate de adquisiCión .de ŭn A°7ehículo .nuevo, en:cuyo
caso, el período impositivo comprenderá desde que ello se produce hasta .el :31
•de diciembre. .EI importe de la cuota se prorrateará por •rimestres naturales en
los casos de primera adquisición o.baja del vehículo. Quiere decirse que, en:el caso
:de baja del vehículo, el contr-ibuyente tendrá derecho a sla .devoluCión de la parte
•de •cuotas que corresponda en :función del trimestre en el que se haya .produddo
la baja.

Finalmente, en reladón con el Impuesto sobre Incremento de Valor ,de los
Terrenos de .Naturaleza Urbana, conviene destacar que :en las transmisiones de
terrenos o en la constitución o transmisiones 	 derechos •eales .de .goce
brititativos del dominio realizadas a título oneroso, .desapareCido la figura del
sustituto, de manera que ekiste •n ŭnico sujeto, a título de contribuyente, que es
el transrriitente. Por consiguiente, .1a Universidad ;solo tendrá la condición .de
sujeto ,pasivo de este impuesto cuando transnŭta los bienes ,pero no cuando •os
adquiera, y, .por :tanto, solo cuando ostente la condición de sujeto palivo debe
presentar la declaración :o realizar la autoliq ŭidación por el impuesto a •enor de

21 Rubio de Urquía,.j. I., Ley Reguladora de Haciendas Locale,s, ob. cit.,.págs. 351-352.
Así, ,la	 de Cataluña de 19.de julio de 1997 considera que la inmoVilización por orden

judicial de un vehículo determina 	 inexigibilidad del Impuesto.
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lo dispuesto en el art. 111.1 y 2 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.
Como es lógico, y así se desprende del art. 111.5 de la L.R.H.L. en las transmisiones
inter vivos a titulo oneroso, el Ayuntamiento no tiene obligación de notificar al
adquirente la liquidación, esto es, basta con hacerlo al sujeto pasivo que es el
transmitente. Cuando no sea sujeto pasivo la Universidad, —en el caso de transmi-
siones onerosas, cuando adquiere un terreno—, del art. 111.6 de la L.R.H.L. se
deduce claramente que ŭnicamente está obligada a comunicar a la administración
local la transmisión, de manera que si el Ayuntamiento local girara la liquidación
con cargo a Universidad, nos hallaríamos ante liquidaciones nulas. Por todos
es sabido que la condición de sujeto pasivo no puede asumirse mediante pacto,
puesto que la obligación tributaria tiene carácter ex lege. No obstante, lo que no
está prohibido es pactar contractualmente que los impuestos corran por cuenta,
en este caso, del adquirente de los tei-renos. No será lo habitual, pero no cabe
rechazar esta posibilidad. Pues bien, si así fuera, quizás sea interesante saber-que,
ŭltimamente, algunos tribunales sostienen que está legitimado para la impugna-
ción de la liquidación tributaria girada por el I.I.V.T.N.U., como interesado en la
misma, quien ha asumido la obligación de pago de dicha liquidación por pacto
con el sujeto pasivo (S.S.T.SJ. de Madrid de 11 de febrero y 15 de abril • le 1997).
Esta posición es minoritaria, a nivel jurisprudencial, no obstante, en el mismo
sentido se ha pronunciado la S.T.Sj. de Cataluria de 9 de mayo de 1995, si bien
en relación con la legitimación de los arrendatarios para impugnar la C.T.U. o el

que le es repercutido. La subrogación voluntaria en la deuda tributaria en
virtud de un pacto permitido legalmente, lícito y válido, por el que se asume la
obligación de pagar el tributo de que se trate, dota, segŭn esta sentencia, al
subrogado en el pago por sí mismo de un interés suficiente para impugnar las
liquidaciones correspondientes. Las sentencias citadas se apoyan en la doctrina
fijada al respecto por la S.T.S. de 13 de marzo de 1987.

Las Universidades serán sujetos pasivos de este impuesto si adquieren un in-
mueble a título lucrativo, tanto mortis causa (herencia o legado) como inter vivos
(donación). Es importante en estos casos, también, como es obvio, en los demás
en que las Universidades tengan que hacer frente a la cuota por este impuesto,
que determinadas transmisiones de terrenos no están sujetas, y, en ese sentido, por
la frecuencia con la que pueda producirse nos parece interesante destacar que
jurisprudencialmente está consolidada la idea de que entre los supuestos de no
sujeción se halla la transmisión de los bienes integrantes del patrimonio histórico-
artistico, pues se entiende que su valor se «congela» désde el momento de su
declaración como tales, y por tanto su transmisión no genera el hecho imponible
tipificado en el art. 105 de la L.R.H.L.

Por lo demás, desde nuestro punto de vista, las Universidades pŭblicas no
disfrutan de ninguna exención en este impuesto, porque el apartado a) del art.
106.2 de la L.R.H.L. ŭnicamente prevé la exención en el I.I.V.T.N.U. a favor del
Estado, Comunidades Autónomas y Entidades Locales a las que pertenezca el
Municipio de la imposición, así como de sus respectivos Organismos Autónomos
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de carácter administrativo. Ello implica que esta exención no se extiende a otras
entidades de derecho p ŭblico (como por ejemplo, las Universidades), ni a orga-
nismos autónomos de carácter comercial o industrial. La 'exención prevista para
las mencionadas administraciones territoriales y organismos autónomos adminis-
trativos, dada la prohibición de aplicar la analogía para extender más allá de sus
términos estrictos el ámbito de las exenciones, no es aplicable, en suma, a las
Universidades.

No obstante, tras la entrada en vigor de la L.R.H.L. •se mantiene la exención
en favor de las instituciones que tengan la calificación de benéficas o benéfico-
docentes (art. 106.2 c) de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre. Esta:exención sólo
sería aplicable a la Universidad si se entendiera que están asimiladas a las insti-
tuciones benéfico-docente, criterio que nosotros no compartimos.

El hecho de que el valor catastral del terreno en el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles sea un dato que debe tenerse en cuenta para calcular la base imponible
en el Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana,
suscita el interrogante de si es procedente que al tiempo de impugnar una con-
creta liquidación por el Impuesto sobre Incremento de Valor de los Terrenos de
Naturaleza Urbana se cuestione la corrección del valor catastral de los terrenos
en el momento del devengo. La respuesta no puede ser más clara: los valores
catastrales a estas alturas son ya inatacables•(S.T.SJ. de Madrid de 13 de febrero
de 1996). La S.T.S.J. de Andalucía (Granada) de 20 de mayo de 1996 responde
en el mismo sentido a dicha interrogante, con los siguientes argumentos: «el valor
catastral se ha convertido a los efectos del Impuesto sobre el Incremento de Valor
de los Terrenos de Naturaleza Urbana, en un índice o módulo básico para llegar
a determinar el incremento de valor del terreno transmitido que la Ley, en base
a una ficción jurídica, lo entiende como incremento real experimentado en el
valor de ese terreno, todo lo cual quiere decir que no cabe cuestionar la eficacia
o validez de los valores catastrales en base al posible conocimiento que de los
mismos debió tener el interesado cuando fueron determinados a los efectos del
Impuesto sobe Bienes Inmuebles».

CONCLUSIONES

En el legítimo ejercicio de su libertad de opción política el legislador puede,
en principio, regular la tributación de las Universidades del modo que, en cada
momento, considere más conveniente. Ahora bien, lo que no puede es contravenir
los principios consagrados en la Constitución, tales como los establecidos en sus
arts. 14 y 31.1. En ese sentido, no es evidente que se produzca una violación del
principio de igualdad porque, por ejemplo, estén exentos •los bienes propiedad
de un centro concertado de enserianza no universitaria y no lo esté un Colegio
Mayor de una Universidad Pŭblica, pues, como es por todos sabido, la docu-ina
del Tribunal Constitucional (así, por todas, S.T.C. 214/1994, de 14 de julio), sobre
el alcance del principio de igualdad ante la ley es, básicamente, la que sigue:
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primero, no toda desigualdad de trato en la Ley supone una infracción del art.
14 de la Constitución, sino que dicha infracción la produce solo aquella desigual-
dad que introduce una diferencia entre situaciones que pueden considerarse
iguales y que carece de una justificación objetiva y razonable; segundo, el principio
de igualdad exige que a iguales supuestos de hecho se apliquen iguales consecuen-
cias jurídicas, debiendo considerarse iguales dos supuestos de hecho cuando la
utilización o introducción de elementos diferenciadores sea arbitraria o carezca
de fundamento racional; tercero, el principio de igualdad no prohibe cualquier
desigualdad de trato, sino sólo aquellas desigualdades que resulten artificiosas o
injustificadas por no venir fundadas en criterios objetivos y suficientemente razo-
nables de acuerdo con criterios o juicios de valor generalmente aceptados; y cuarto
y ŭltimo, para que la diferenciación resulte constitucionalmente lícita no basta con
que lo sea el fin que con ella se 'persigue, sino que es indispensable además que
las consecuencias jurídicas que resultan de tal decisión sean adecuadas y propor-
cionadas a dicho fin, de manera que la relación entre la medida adoptada, el
resultado que se produce y el fin pretendido por el legislador superen un juicio
de proporcionalidad en sede constitucional, evitando resultados especialmente
gravosos o desmedidos. El problema estriba, pues, no sólo en determinar si existe
o no existe desigualdad, sino también en si la hipotética discriminación es pro-
porcionada, justificada y razonable. La cuestión ha de examinarse, lógicamente,
a la luz de las normas tributarias, pero no sólo de ellas, también han de tenerse
presentes otras normas, pues puede muy bien ocurrir que las situaciones de dos
contribuyentes sean idénticas, por tener la misma capacidad económica, y sin
embargo, otras normas del ordenamiento jurídico vigente obliguen o cuando
menos permitan un tratamiento diferente en aras de otras finalidades constitucio-
nalmente consagradas (S.T.C. 8/1986, de 21 de enero), y que como tales también
son relevantes para el sistema tributario. Las exenciones son un instrumento
idóneo de cara a la consecución de unos concretos objetivos por parte de los
poderes pŭblicos, de naturaleza social o económica, no se olvide que la Consti-
tución no se impone medios lo que se marca son objetivos, de manera que ante
situaciones que no son idénticas, no carece de justificación el hecho de que la
exención no tenga en ambos casos la misma extensión, de que se aplique a unos
bienes inmuebles y no a otros, a unos entes y no a otros. No es lícito, ha dicho
la S.T.C. 9/1995, de 16 de enero, amparándose en el principio de igualdad, tratar
de asimilar situaciones que en origen no han sido equiparadas por las normas
jurídicas que las crean. Es razonable pensar que el legislador teniendo en cuenta,
entre otras, las circunstancias económicas, las previsiones presupuestarias, pueda
modificar la configuración del régimen tributario de las Universidades para adap-
tarlo a un contexto general diferente al originario. Y si ello se acepta, no se puede
exigir una igualdad de trato cuando se extraen consecuencias jurídicas diversas de
situaciones que estaban originariamente en una distinta situación jurídica, siem-
pre que el criterio adoptado sea esa diferenciación del régimen jurídico, y la
finalidad perseguida por la norma diferenciadora sea coherente con esa diferen-
ciación de partida, de manera que no es reprochable, desde la óptica del principio
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de igualdad, dispensar un: trato fiscar distinto,, cumplicras, esas: premisas; en la
medidá en- que ello sea una• cOnsecuencra razonable extraida. del diferente régi-
menjŭrídico,de los Centros . no universitarios y de ras Universidades. Evidentemen-
te,. la opción, del, legislador tiene mucho . que ver con. consideraciones que
transciénden la.pura fiscalidad, con objeto de dar cabida. a. otro tipo .- cre criterios
económicos o . sociales. de cara a la. sansfacción de• otros- intereses. también
constituciónalilados, opción législativa que ya ha. recibido en varias• ocasiones- el
beneplácito dél Ti-ibunal Constitucional (S.S. 37/1987, de 26 de marzo , y, 186/
1993, de 7 de junio). La cuestión es más compleja de•lo que parece, para dar-una
solución definitiva habría.que tener, en cuenta muchos factores, no sóló de carác-
ter fiscal, yadentrarse en un, tema más complejó,, que ahora . no • podemos: abordar,
cual: es la financiación- de las Universidades,,.pero lo cierto . es que; comparatiVa-
mente,, ra.situación de ta fiscalidad de las universidad'es conrespecto a los centros;
de enserianza no uniVersitaria y. a los centros, unh'rersharios privados, no está
mismo niVer. La . solución, obviamente-, no 'consiste en suprimir los , benefictos:
fiscales' existentes para dichos entes, sin• en: establecer también para las . Univer=
sidades pŭblicas un tratamiento fiscal ácord'e con: su , naturaleza.

Er régimen fiscal de. las Universidades pŭblicas.es muy confuso, cuando.rnenos,
desde lá Ley General' de . Educación dëi ario . 1970;: no. obstante, tenemos. lá impre-
sión, —es, un dato que no hemos•contrastado. lo. suficiénte como, para darlo por
cierto--; que ras , admirástraciones.locales tradicionalmente hansido bastante «com,-
placientes» con las.Universidades:a . la . hora cre exighles los tributos correspondién-
tes.. La situación hoy. en día es diferente, basta consultar los. repertorios, de jnris--
prudencia para, comprobarlo.

Actualmente, las Universidades p ŭblicas.no . gozan en el . ámbito rocalde ningŭn
beneficio fiscal, por lo tanto, deben. hacer frente al. ar LA.E.,. al I.C.I.O.. a.
los precios pŭblicos, por suministro de agua, a las tasas por ficencias urbanísticas,
etc., Es cierto que los importes que por esos conceptos tienen . que satisfacer no.
son excesivamente, grandes,. pero,, con todo y. con eso, margen de la , discutibre
capacidad económica de las Universidades23; lo cierto. és que existen sobradas.
razones para . establecer una exención de cárácter subjetivn en su, favor, o como
mínimo una, exención de carácter objetivo,. en favor de determinados,bienes o de
determinadas actividades, etc. Entre otras razones, puede esgrimirse que
municipios.en los que- se. asientan las.Universidades resultan muy beneficiados,con
su presencia, bastará char lo que ha supuesto para Santiago de.Compostela y para
Sálamanca el . hecho de que en ambos, municipios esten ubicados desde hace
muchos arios centros universitarios.

La sorución se debería arbitrar-mediante una Ley,. en- principio; cuarquier Ley,,
por ejemplo, la d'e Presupuestos- Generales: crel. Estado, con objeto de modificar
tributación- de las Universidades; . de hecho é.sta ha sido la vía utilizada, para

23 Vidé por todos Vega Herrero, M., «EI Estado como sujeto.pasivo de-obligaciones tributarias»,,
H.P.E., n. 5 54, 1978, passim.
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modificar el régimen fiscal de los colegios privados concertados en el y en
el I.A.E. No necesariamente los Ayuntamientos debieran ser compensados por el
Estado por el importe de las cuotas dejadas de ingresar, puesto que, como hemos
dicho anteriormente, resultan muy beneficiados con la implantación en el muni-
cipio de centros universitarios. Se trata de un tema que habría que considerar con
más detenimiento.

Ello no obstante, por mŭltiples razones, entre las cuales no ocupan el ŭltimo
lugar las de técnica jurídica, lo conveniente sería adoptar una perspectiva más
amplía, cual es la de la financiación, puesto que la fiscalidad, aun siendo un tema
importante, no es el ŭnico aspecto que debe tenerse en cuenta. Habría que
elaborar una Ley sobre Financiación de las Universidades24.

24 Un documento importante para trabajar en esa linea puede ser «Fiscalidad de las Universidades
Pŭblicas», texto en el que se recoge un resumen de los contenidos tratados en la Jornada sobre
Fiscalidad y Universidades celebrada en la Universidad Pompeu Fabra el 25 de enero de 1996.


